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INTRODUCCIÓN 
 
En el Congreso de la ONU de 1955 se elaboraron las denominadas reglas 
mínimas para el tratamiento de reclusos estableciéndose las exigencias indispensables 
que deben ser cumplidas por las respectivas administraciones penitenciarias nacionales 
en la ejecución de las penas de privación de la libertad y en toda detención (Ver 
Apéndice A). 
 
Igualmente, se prestó una especial atención respecto a la clasificación de los 
penados en temas relacionados con: la higiene, alimentación y servicios sanitarios, 
derechos del recluso, medidas disciplinarias aplicables, relaciones con el mundo 
exterior, formación exigible al personal penitenciario, tratamiento, trabajo, educación y 
actividad recreativa en los centros carcelarios, etc. Todo ello, de manera respetuosa de la 
dignidad humana y negándose cualquier discriminación fundada en perjuicios de raza, 
sexo, lengua, religión, fortuna u opinión política (ACNUDH, 1955). 
 
No obstante, después haber transcurrido seis décadas desde la redacción de las 
reglas mínimas para el tratamiento de reclusos, se advierte que los Centros 
Penitenciarios y Carcelarios en Colombia no cumplen con dichas precisiones. A este 
respecto, según el informe presentando por la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (2001): 
 
“49. [...] Las cárceles colombianas se caracterizan por el hacinamiento, 
las graves deficiencias en materia de servicios públicos y asistenciales, 
el imperio de la violencia, la extorsión y la corrupción, y la carencia de 
oportunidades y medios para la resocialización de los reclusos. Razón le 
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asiste a la Defensoría del Pueblo cuando concluye que las cárceles se 
han convertido en meros depósitos de personas. Esta situación se ajusta 
plenamente a la definición del estado de cosas inconstitucional. Y de 
allí se deduce una flagrante violación de un abanico de derechos 
fundamentales de los internos en los centros penitenciarios 
colombianos, tales como la dignidad, la vida e integridad personal, los 
derechos a la familia, a la salud, al trabajo y a la presunción de 
inocencia, etc.” (ACNUDH, 2001, p. 2). 
 
Según el mismo informe:  
“[...] tanto el derecho a la dignidad como el de no recibir tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes se ven quebrantados por el 
hacinamiento y las malas condiciones de la estructura física y de 
servicios públicos que se encuentra en los centros de reclusión; los 
derechos a la vida y la integridad física son vulnerados o amenazados de 
manera inminente por el mismo hacinamiento, por la mixtura de todas 
las categorías de reclusos y por la carencia de los efectivos de guardia 
requeridos; el derecho a la familia es quebrantado por la 
superpoblación carcelaria y las deficiencias administrativas, condiciones 
éstas que implican que los visitantes de los reclusos han de soportar 
prolongadas esperas, bajo las inclemencias del clima, para poder 
ingresar al centro, y que dificultan en grado extremo las visitas 
conyugales y familiares; el derecho a la salud se conculca dadas las 
carencias infraestructurales de las áreas sanitarias, la congestión 
carcelaria, la deficiencia de los servicios de agua y alcantarillado y la 
escasez de guardia para cumplir con las remisiones a los centros 
hospitalarios; los derechos al trabajo y a la educación son violados, 
como quiera que un altísimo porcentaje de los reclusos no obtiene 
oportunidades de trabajo o de educación y que el acceso a estos 
derechos está condicionado por la extorsión y la corrupción; el derecho 
a la presunción de inocencia se quebranta en la medida en que se mezcla 
a los sindicados con los condenados y en que no se establecen 
condiciones especiales, más benévolas, para la reclusión de los 
primeros, etc. (ACNUDH, 2001, p. 2). 
 
En términos generales, el informe señala que las violaciones más graves que se 
evidencian incluyen el hacinamiento o sobrepoblación; disfuncionalidad de los sistemas 
judiciales/legales; deterioro de los centros penitenciarios; violencia; corrupción y 
violaciones contra la dignidad humana de los presos, incluyendo el derecho a la vida y a 
la integridad física; el derecho a la familia; el derechos al trabajo y a la educación; el 
derecho a la presunción de inocencia y el derecho a la salud; entre otros. 
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Respecto a éste último, el informe concluye que en los Centros Penitenciarios y 
Carcelarios en Colombia, el derecho a la salud de las personas privadas de libertad se 
viola de manera generalizada y sistemática. Por lo tanto, insta al Estado colombiano a 
cumplir de manera inmediata, efectiva y sin dilaciones, las sentencias T-522 de 1992, T-
502 de 1994, T-535 de 1998, T-606 de 1998, T-607 de 1998 y T-530 de 1999 de la Corte 
Constitucional, mediante las cuales ordena garantizar normas y niveles adecuados para 
la prestación de servicios médicos expeditos, oportunos y suficientes, como también la 
implementación de un sistema de seguridad social en salud para todas las personas 
privadas de libertad, sindicadas y condenadas en Colombia. (ACNUDH, 2001, p. 23). 
 
Finalmente, advierte que el Estado colombiano, además de asegurar la 
realización de un monitoreo eficiente respecto al cumplimiento de las sentencias antes 
mencionadas, le corresponde sancionar administrativa y/o penalmente a todo funcionario 
y/o a las autoridades directamente responsables (Ministerio de Justicia y del Derecho, el 
INPEC y el Ministerio de Salud), a fin de cumplir con las obligaciones estatales que 
contienen la protección de los derechos humanos de las personas privadas de la libertad.  
 
En consonancia con lo anterior, la Constitución Política de 1991 en el inciso 
primero del artículo 90 dispone: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños 
antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 
autoridades públicas. (…)” (Constitución Política, 1991, Art. 90). 
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De esta manera, a partir de esta fecha, se abrió la posibilidad de declarar 
administrativamente responsable a cualquiera de las entidades que conforman el Estado, 
cuando con sus acciones u omisiones causen perjuicios a los particulares. Además de 
este precepto constitucional, como se verá a lo largo del presente trabajo, el 
ordenamiento jurídico colombiano cuenta con otros instrumentos legales nacionales e 
internacionales que regulan el derecho a la salud en los Centros Penitenciarios y 
Carcelarios, que les permite a las personas privadas de la libertad y/o familiares iniciar 
procesos administrativos en contra del Estado.  
 
De acuerdo con el marco del anterior planteamiento, la presente investigación se 
aborda a partir del siguiente interrogante: ¿Bajo qué título de imputación el Consejo de 
Estado declara la responsabilidad del Estado por los daños ocasionados a las personas 
privadas de la libertad por la prestación de los servicios de salud en los Centros 
Penitenciarios y Carcelarios en Colombia?  
 
Con base en el problema ya formulado, la hipótesis correspondiente al tema en 
desarrollo es la siguiente: 
 
La jurisprudencia contenciosa administrativa no ha establecido en forma 
unánime el título de imputación por los daños a las personas privadas de la libertad, para 
ello ha señalado que es necesario el análisis de las circunstancias fácticas en cada caso 
en particular. Dentro de estos lineamientos, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha 
fundamentado sus decisiones tanto en el Régimen de responsabilidad objetivo apoyado 
en la relación especial de sujeción en la que se encuentran las personas privadas de la 
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libertad; como también en el Régimen de responsabilidad subjetivo de la falla del 
servicio, caracterizado por la acción u omisión de las autoridades públicas responsables 
de su seguridad y custodia.  
 
Con relación al interrogante formulado, el presente trabajo se plantea como 
objetivo general: Establecer el título de imputación que ha señalado la jurisprudencia 
del Consejo de Estado en materia de los daños originados de la prestación de los 
servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia 
 
A partir del objetivo general se planean como objetivos específicos:  
 
 Establecer el régimen normativo en el ámbito nacional e internacional para la 
protección del derecho a la salud de las personas privadas de la libertad. 
 Identificar los fundamentos jurisprudenciales de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado para imputar y/o eximir al Estado frente la Responsabilidad administrativa y 
patrimonial por los daños ocasionados a las personas privadas de la libertad, por la 
prestación de los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en 
Colombia.  
 Identificar los fundamentos dogmáticos que contribuyen a determinar la 
Responsabilidad del Estado por los daños ocasionados a las personas privadas de la 
libertad, por la prestación de los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y 
Carcelarios en Colombia.  
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En virtud de los objetivos propuestos, el trabajo se desarrolla en el marco de una 
investigación de tipo descriptivo, concebida como una herramienta metodológica que 
permite describir fenómenos específicos (Sabino, 1992); como punto de apoyo para 
indagar y argumentar mediante fuentes primarias los fundamentos teóricos, doctrinales y 
legales, que respaldan las diferentes temáticas planteadas.  
 
A partir de este enfoque, para la recolección de la información se dispuso de 
fuentes primarias y secundarias provenientes organizaciones nacionales e 
internacionales, tales como: el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (ACNUDH), el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
(INPEC); como también de reglamentaciones (Normas legales, decretos, jurisprudencia, 
resoluciones y acuerdos) que contribuyen a dar respuesta al tema objeto de estudio.  
 
De acuerdo con el anterior planteamiento, a continuación se esbozan algunas de 
las razones que sugieren la justificación del presente trabajo.  
 
En el ámbito administrativo. Los funcionarios del gobierno nacional contarán 
con insumos bibliográficos relativos a “Responsabilidad administrativa y patrimonial del 
Estado por los daños ocasionados a las personas privadas de la libertad, por la prestación 
de los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia”, 
como punto de referencia para la coordinación de labores intersectoriales que favorezcan 
el control, supervisión, verificación y cumplimiento de la normativa penitencia, para 
garantizarles a este segmento poblacional, las condiciones básicas requeridas en 
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servicios de salud, como una prioridad del Estado en el desarrollo de su gestión de 
custodia y vigilancia de los reclusos en el orden nacional.  
 
En el ámbito social. Mediante el presente trabajo se pretende ofrecer un 
documento de consulta que contribuya a informar, documentar y sensibilizar a los 
diferentes actores, organizaciones y población en general; sobre la “Responsabilidad 
administrativa y patrimonial del Estado por los daños ocasionados a las personas 
privadas de la libertad, por la prestación de los servicios de salud en los Centros 
Penitenciarios y Carcelarios en Colombia”, con el fin de promover la aplicación de los 
instrumentos jurídicos tanto nacionales como internacionales, para garantizar a este 
segmento poblacional la protección y restablecimiento de los derechos fundamentales 
desde la concepción universal de los derechos humanos. 
 
En el ámbito académico. Con el presente trabajo se espera ofrecer un documento 
de consulta, que además de fundamentar los aspectos generales que enmarcan la 
“Responsabilidad administrativa y patrimonial del Estado por los daños ocasionados a 
las personas privadas de la libertad, por la prestación de los servicios de salud en los 
Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia”, sirva como referencia académica 
para las futuras investigaciones.  
 
De acuerdo con lo descrito anteriormente, el presente trabajo se desarrolla a 
través de los siguientes capítulos:  
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En el capítulo I, se realiza una identificación de los fundamentos dogmáticos que 
contribuyen a determinar la Responsabilidad del Estado por los daños ocasionados a las 
personas privadas de la libertad, por la prestación de los servicios de salud en los 
Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia. 
 
En el capítulo II, se presenta el régimen normativo en el ámbito nacional e 
internacional para la protección del derecho a la salud de las personas privadas de la 
libertad. 
 
En el capítulo III, se identifican los fundamentos jurisprudenciales, tanto a nivel 
de derechos fundamentales con base en los fallos de la Corte Constitucional como en al 
ámbito administrativo con respecto a las sentencias del Consejo de Estado para imputar 
y/o eximir al Estado frente la Responsabilidad administrativa y patrimonial por los 
daños ocasionados a las personas privadas de la libertad por la prestación de los 
servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia.  
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I. ASPECTOS CONCEPTUALES PARA LA PROTECCIÓN DEL 
DERECHO A LA SALUD DE LAS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD 
 
En el presente capítulo se describen los referentes dogmáticos y conceptuales que 
contribuyen a identificar los aspectos que caracterizan la Responsabilidad 
extracontractual del Estado, por los daños ocasionados a las personas privadas de la 
libertad, por la prestación de los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y 
Carcelarios en Colombia.  
 
La responsabilidad extracontractual del Estado 
 
Para el desarrollo del presente trabajo, se realiza una síntesis sobre los principales 
aspectos que caracterizan la responsabilidad extracontractual del Estado a partir de la 
expedición de la Constitución Política de 1991, tomando como punto de referencia 
algunos criterios teóricos, doctrinales y jurisprudenciales proferidos a través de sus 




En los siguientes parágrafos se esbozan brevemente los principales actos 
reformatorios Constitucionales de 1886, como punto de apoyo para comprender la 
evolución que ha tenido la Jurisdicción de lo contencioso-Administrativo en Colombia a 
partir de la expedición de la Constitución Política de 1991en cuanto a los procesos de 
Responsabilidad administrativa y patrimonial del Estado. 
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Constitución de 1886 
 
A través de la ley 130 de 1913, se estableció la jurisdicción de lo Contencioso-
administrativo, ejercida por el Tribunal Supremo y los Tribunales Seccionales. (Art. 2º), 
con el objeto de revisar los actos ejecutados por las instituciones y/o empleados 
administrativos en el ejercicio de sus funciones, previa solicitud del Ministerio Público 
y/o de cualquier ciudadano(a) que sienta vulnerados sus derechos (Art. 1º).  
 
Tribunal Supremo. Conformado por seis magistrados (Art. 3º), elegidos para un 
período de 5 años (Art. 5º), cuyo conocimiento privado en una sola instancia (Art. 18º), 
en segunda instancia (Art. 19º), en tercera instancia (Art. 20º) y por consulta (Art. 21º); 
le permite escuchar y decidir sobre las reclamaciones de nulidad de las Ordenanzas y 
otros actos de las Asambleas Departamentales (Art. 52º). 
 
Tribunales Seccionales. Conformado por ocho Tribunales, distribuidos en 
Seccionales de acuerdo a su lugar de residencia en las ciudades de Bogotá, 
Bucaramanga, Cartagena, Medellín, Pasto, Popayán Ibagué y Tunja (Art. 23º). Cada 
Tribunal lo componen 3 magistrados (Art. 24º), cuyo conocimiento privado sobre la 
validez o nulidad de los actos administrativos (Art. 38º), en primera instancia (Art. 39º), 
en segunda instancia (Art. 40º) y de manera preventiva entre las diferentes seccionales 
(Art. 41º); le permite decidir acerca de la conformidad de los contratos celebrados por 
los Gobernadores y Alcaldes de los Departamentos y Municipios de sus respectivas 
jurisdicciones (Art. 42º).  
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Posteriormente, con la expedición del Decreto 528 de 1964, por el cual se dictan 
normas sobre organización judicial y competencia, a través de los artículos 20, 28, 30, y 
32 se advirtieron avances importantes respecto a la responsabilidad extracontractual del 
Estado, al asignar a la jurisdicción contencioso administrativa, la competencia general 
para conocer las controversias provenientes de la actuación de la administración del 
Estado, a excepción de los procesos inherentes al derecho privado, como lo dispone el 
Art. 6º.  
 
A partir de esta normatividad, el Consejo de Estado habría fundamentado la 
jurisprudencia en materia de responsabilidad extracontractual en la falla de los servicios 
públicos, en virtud de los preceptos constitucionales y legales que precisaban la 
responsabilidad del Estado para reparar los daños infringidos a cualquier ciudadano(a), 
derivados del mal funcionamiento de los actos administrativos. 
 
A este respecto, en palabras de (Hoyos, 1984, p. 66), citado por (Rivera (2003, p. 
17): “Es deber del Estado procurar la realización del bien común, principio en el artículo 
16 de la Constitución; para ello dispone y organiza los llamados servicios públicos, y si 
como consecuencia bien de un mal funcionamiento del servicio o de su no 
funcionamiento, o del tardío funcionamiento del mismo se causa una se causa una lesión 
o un daño, el Estado es responsable y por consiguiente está en la obligación de 
indemnizar los perjuicios ocasionados.” Advirtiéndose en este sentido, la tendencia del 
Consejo de Estado en orientar la jurisprudencia contenciosa administrativa en la 
responsabilidad extracontractual del Estado, cuando el demandante demostraba los 
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daños ocasionados en su persona, derivados de la presunción de la falla del servicio 
dentro del régimen penitenciario. 
 
Constitución de 1991 
 
La normatividad contenida en la Constitución de 1991 en relación a la 
Responsabilidad Extracontractual del Estado en Colombia, se dirigió a la protección de 
las víctimas por parte del Estado, y buscó que éste último no sólo fuera responsable por 
sus actuaciones sino que además buscará resarcir a los afectados.  
 
En este sentido, la responsabilidad del Estado se encuentra consignada en el 
artículo 90 de la Constitución de 1991, donde reza: “El Estado responderá 
patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables causados por la 
acción o la omisión de las autoridades públicas. En el evento de ser condenado el Estado 
a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la 
conducta dolosa y gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra 
éste”. 
 
Con relación a este artículo se pronunció el Consejo de Estado, aclarando que:  
“(…) el actual régimen constitucional establece entonces la 
obligación jurídica a cargo del Estado de responder por los 
perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u 
omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez 
causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se 
origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la 
víctima por medio del deber de indemnización. Igualmente no basta 
que el daño sea antijurídico sino que éste debe ser además 
imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su 
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atribución a una actuación u omisión de una autoridad pública.” 
(Sentencia C-333/96). 
 
La normatividad y jurisprudencia antes mencionada ilustran la concepción de 
responsabilidad del Estado, refiriéndose en este sentido, que la responsabilidad 
extracontractual surge como una obligación del Estado de reparar los perjuicios 
derivados de daños antijurídicos, por la acción u omisión de la actividad estatal, cuya 
ocurrencia supone el deber de indemnización de los ciudadanos jurídicamente 
protegidos por la ley.  
 
A fin de establecer bajo qué régimen y título de imputación se debe argumentar 
el tema de la “Responsabilidad extracontractual del Estado por los daños ocasionados a 
las personas privadas de la libertad, por la prestación de los servicios de salud en los 
Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia”, a continuación se expondrán algunas 
definiciones, que a juicio del investigador, se constituyen en aportes importantes para 
comprender los Elementos de la responsabilidad del Estado.  
 
Elementos de la responsabilidad extracontractual 
 
En el plano jurídico la responsabilidad del Estado está constituida por tres 
elementos, que serán explicados brevemente, a fin de comprender los requisitos 
necesarios para determinar la responsabilidad del Estado en relación a los daños 
ocasionados a las personas privadas de la libertad, por la prestación de los servicios de 
salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia. 
 
Daños ocasionados a las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión nacional 20 
 
El hecho dañino 
 
Puede entenderse como un fenómeno de orden físico, que genera una acción 
causante del daño y/o un hecho productor de la reacción del derecho. De esta forma, 
como lo explica (Henao, 1998) se puede señalar que el daño se materializa en la 
exteriorización de una acción u omisión imputable a una persona natural o jurídica 
determinada que provoque “la aminoración patrimonial en la víctima” (p. 84). 
 
El nexo causal 
 
Se define como la relación entre el daño causado y la conducta del que está 
llamado a responder por el mismo. Lo anterior desemboca en la relación de causalidad, 
de modo que esta puede ser definida como el lazo que se establece entre dos fenómenos 
cuando uno de ellos debe su existencia al otro. 
 
Tal y como lo menciona (Rodríguez, 2005), para que exista una relación de 
causalidad, el hecho o actuación debe ser actual o próximo, debe ser determinante del 
daño y debe ser apto o idóneo para causar dicho daño (p. 371). 
 
En similar sentido, se enuncian los eventos en los cuales se rompe el nexo causal, 
haciendo referencia a los eximentes de responsabilidad. A manera de ejemplo, se 
encuentra el hecho de la víctima, casos en los cuales intervine el propio ofendido 
causándolos parcialmente, llamados de culpa común o en su totalidad. También están 
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presentes el caso fortuito y la fuerza mayor; entendiéndose en este sentido que el caso 
fortuito estaría constituido por situaciones en las cuales hay una imposibilidad relativa 
de ejecución, mientras que la fuerza mayor supondría siempre una absoluta 
imposibilidad de ejecución. 
 
Además de las causas eximentes del nexo causal, la jurisprudencia en materia 
administrativa ha buscado defender la tesis de “Probabilidad o grado de probabilidad 
preponderante del nexo causal”.  
 
En este sentido, la sentencia del Consejo de Estado el 3 de mayo de 1999, en la 
cual se señala: “En consideración del grado de dificultad que representa para el actor la 
prueba de la relación de causalidad entre la acción del agente y el daño en los casos en 
que esté comprometida la responsabilidad profesional, […] se afirma que cuando sea 
imposible esperar certeza o exactitud en esa materia “el juez puede contentarse con la 
probabilidad de su existencia”, es decir, que la relación de causalidad que da probada 
“cuando los elementos de juicio suministrados conducen a una grado suficiente de 
probabilidad”. (Consejo de Estado, Expediente 11.169, Sentencia del 3 de mayo de 
1999). 
 
Para sintetizar, se puede decir que se prefiere que el nexo causal entre el suceso y 
el daño que causa sea directo para probar la responsabilidad del agente; sin embargo, si 
esto no es incuestionable se puede recurrir a demostrar que el hecho causado es la causa 
más probable de la ocurrencia del daño. 
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El daño 
 
Para determinar los daños ocasionados a las personas privadas de la libertad por 
la prestación de los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en 
Colombia, es preciso definir el concepto de daño: 
 
De acuerdo con (Henao, 1998, p. 84) el daño es definido como “la aminoración 
patrimonial sufrida por la víctima”, entendiéndose en este sentido, que todos los daños 
se encuentran dentro del campo patrimonial de determinada persona, incluidos los 
bienes de carácter material e inmaterial y se perciben dentro de dos esferas la individual 
y la social, las mismas que dan origen a los derechos de carácter subjetivo y a los 
llamados derechos colectivos.  
 
Según lo explica Navia “El daño, entendido como la lesión de un interés 
jurídicamente tutelado, puede ser, por consiguiente, patrimonial o extrapatrimonial, 
según donde el bien o derecho afectado se ubique en el patrimonio de la persona o fuera 
de él. En los dos casos, la reacción del ordenamiento es la de buscar el 
“restablecimiento” de la situación existente antes de presentarse el incumplimiento de la 
obligación o de producirse el encuentro social ocasional, ya sea mediante una reparación 
in natura o, de no ser posible ésta, mediante el pago de una indemnización en dinero 
equivalente al valor del daño causado” (Navia, 2007, p. 329). 
 
Para comprender los casos en que se pueden atribuir al Estado los daños 
antijurídicos causados por sus agentes, (Bermúdez, 1998) analiza el artículo 90 de la 
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Constitución Política y concluye que para imputar al Estado los daños, pueden darse dos 
opciones: 
 
Cuando el daño es causado por una autoridad pública determinada o 
por determinado agente estatal, la imputación del daño a la entidad, 
requerirá simplemente de que se acredite que dicho agente está 
vinculado al servicio y obró “con ocasión del mismo”, en lo que 
tradicionalmente se ha denominado como el nexo de la conducta del 
agente con el servicio. En estos casos el organismo estatal responderá 
precisamente porque el agente que causó el daño forma parte de él y su 
actuación tiene dicho nexo con el servicio; esa será la razón por la que 
se le atribuye la obligación a reparar los perjuicios. 
 
Cuando el daño se causa “por las autoridades públicas”, sin que se 
determine concretamente un agente especial, el daño es causado 
entonces por el funcionamiento del servicio y en este caso es ese 
precisamente el título de la imputación: El patrimonio estatal tiene la 
obligación de reparar porque el funcionamiento de un servicio a su 
cargo causó daño (Bermúdez, 1998, p. 155). 
 
Dentro de este contexto, en palabras de (López, 2009, p. 56), el daño es un 
fenómeno que se puede establecer a partir de dos categorías. Desde el puntos de vista 
material se define como “un hecho físico –realidad ontológica- que altera la realidad”; 
mientras que desde el punto de vista formal o legal, se constituye en un evento 
reprochable por el derecho, configurándose en la expresión antijurídica (régimen 
objetivo). No obstante, tal como lo indica el mismo autor, los dos enfoques permiten 
definir al daño como “aquél hecho jurídico que provoca una reacción de la misma 
naturaleza (la reparación)”. 
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La reparación, ya no como un elemento de la responsabilidad, ha sido estudiada 
como la consecuencia jurídica que proviene de la declaratoria de responsabilidad, una 
vez se reúnan los presupuestos de la misma. Sin embargo, esa declaratoria de 
responsabilidad debe ser expresada por la autoridad competente y con las observancias 
propias del debido proceso.  
 
En tal sentido, se deduce que la naturaleza jurídica de la reparación proviene del 
concepto de obligación, ya que al declararse la responsabilidad en contra de una persona, 
a ésta le surge una nueva obligación la cual consiste en reparar los daños que haya 
ocasionado con su actuar. Por tal motivo, en primera instancia, debe entenderse la 
reparación como una obligación a cargo de la persona, natural o jurídica, que con sus 
acciones u omisiones ha causado un daño a otra que debe ser reparada. Es decir, que la 
persona que sufrió el daño se convierte en acreedora de la que lo causó y ésta deberá 
satisfacer el derecho vulnerado y/o el bien jurídico protegido por la ley y lesionado por 
sus acciones u omisiones. 
 
No obstante, según (Mosset, 2004, p. 358-359), la reparación no debe entenderse 
tan solo como obligación sino también como sanción en la medida que busca castigar a 
la persona que le ha causado daño a otra, que ha incumplido con una norma, con el fin 
de que situaciones como estas no se repitan.  
 
En este sentido, si bien, la obligación de reparar busca restablecer la situación en 
la que se encontraba la víctima del daño antes de que el mismo sucediera; la reparación 
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logra que a esa persona que se vio afectada en sus derechos y/o intereses, se le ponga en 
una situación similar o equivalente a aquella que existía antes de la ocurrencia del hecho 
dañoso, sin que ello implique que el tipo de reparación que se le otorgue sea siempre lo 
que la doctrina conoce como reparación por equivalente o dineraria sanción (Mosset, 
2004, p. 387 y ss.). 
 
A este respecto, dice la Corte Constitucional: “La reparación del daño debe dejar 
indemne a la persona; esto es, como si el daño no hubiera ocurrido, o al menos, en la 
situación más próxima a la que existía antes de su evento. Dicho de otra manera, se 
puede afirmar que se debe indemnizar el daño, solo el daño y nada más que el daño, pero 
todo el daño”, en otras palabras “el resarcimiento del perjuicio, debe guardar 
correspondencia directa con la magnitud del daño causado, más no puede superar ese 
límite”. (Corte Constitucional, Sección Tercera, Sentencia C-197 de 20 de Mayo de 
1993, Septiembre 6 de 2001, Exp. 12.474). 
 
Como puede observarse, si bien es cierto que la principal finalidad de la 
reparación consiste en poner al afectado en la situación que se encontraba antes de la 
ocurrencia del hecho dañoso por medio de diferentes medidas que puedan garantizar esa 
situación; cabe subrayar que una indemnización es posible siempre y cuando no se 
puedan adoptar medidas tendientes a obtener la restitución de la situación inicial en la 
que se encontraba la víctima.  
 
No obstante lo planteado, es importante resaltar que existen ciertos casos como 
muertes, desapariciones, lesiones de gravedad; entre otras, razón por la cual en esas 
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situaciones es admisible que la reparación se haga a través de la indemnización, 
entendiendo ésta como el pago de una suma de dinero equivalente al daño causado. 
 
Dentro de este contexto, se advierte que la reparación se puede ver desde dos 
puntos de vista. El primero es la reparación integral, in natura o específica, la cual 
consiste en poner a la persona lesionada en la misma situación en la cual se encontraba 
antes del hecho dañoso. El segundo es el de la reparación por equivalente o dineraria, en 
la cual a la autoridad competente le corresponde determinar cuál es la suma de dinero 
que puede entenderse como equivalente al daño causado, aclarando en este sentido, que 
este tipo de reparación se aplica a los perjuicios morales y/o daños inmateriales en el 
evento que las circunstancias del caso sugieren que es imposible lograr una restitución 
plena y efectiva de la víctima (Henao, J. 2015, p. 293). 
 
A este respecto, es preciso subrayar, que si bien es cierto, que el dolor, angustia o 
sufrimiento de una persona tiene un monto dinerario, también lo es que esos 
sentimientos o aflicciones deben ser reparados; sin embargo, al ser imposible la 
restitución debe acudirse a la fijación de una cuota dineraria que busque de alguna 
manera reparar al afectado. En este sentido, es preciso resaltar que el juez, apoyado en el 
material probatorio y las condiciones especiales debe analizar las circunstancias propias 
de cada caso para poder fallar (Henao, J., 2015, p. 281). 
 
Siguiendo este criterio, es importante que el juez tenga en cuenta algunos 
conceptos fundamentales para proferir la decisión, tales como el nivel de vida social de 
la persona que reclama la indemnización al momento del evento del hecho dañoso; los 
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ingresos de la persona que sufrió el daño, ingresos reales, junto con sus posibilidades de 
incremento a futuro, así como la contemplación y descuento de los gastos personales del 
afectado, entre otros aspectos.  
 
Para sintetizar, con la expedición de la Constitución Política de 1991 y las 
disposiciones establecidas en el inciso primero del artículo 90, se constituyó una 
clausula general que involucra la responsabilidad patrimonial del Estado. Por esta razón, 
el actual régimen constitucional establece la obligación jurídica a cargo del Estado de 
responder por los daños antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión 
de las autoridades públicas, advirtiéndose en este sentido, que a partir de esa fecha, la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo contó con un soporte constitucional para 
fundamentar la jurisprudencia en materia de responsabilidad extracontractual del Estado 
en el daño antijurídico imputable al Estado (Galindo, 2002, p.19 -20). Por otra parte, el 
artículo 6 constitucional plantea el principio de la responsabilidad cuando expresa que 
“Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución 
y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 
 
Una vez esbozadas algunas consideraciones teóricas y doctrinales en materia de 
daño y reparación, a continuación se definen las clases de daños que pueden presentarse 
para conllevar a una declaración de Responsabilidad administrativa y patrimonial del 
Estado. 
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Para comprender la jurisprudencia y la doctrina cuando habla de daño material, 
es importante identificar la definición de bien material. De Cupis señala que un bien 
material se trata de “cualquier bien exterior respecto al sujeto, que sea capaz de 
clasificarse en el orden de la riqueza material- y por esto mismo valorable, por su 
naturaleza y tradicionalmente, en dinero- idóneo para satisfacer una necesidad 
económica. Los bienes comprendidos en la riqueza material pueden intercambiarse, 
tanto ellos como sus frutos, con otros bienes; y en consecuencia, su utilidad está 
sometida a la comparación con otros valorada en relación con el dinero, que tiene por 
función la medida de las utilidades económicas” (De Cupis, 1975, p. 121-122). 
 
Respecto a la diferencia entre daño material e inmaterial, la doctrina y 
jurisprudencia colombiana ha tenido en cuenta la pérdida sufrida y la ganancia dejada de 
obtener, en virtud de la aplicación de los artículos 1613 y 1614 del Código Civil. A este 
respecto, el Consejo de Estado ha señalado: “En relación con la cuantificación de los 
daños materiales, en primer lugar se observa que estos se clasifican como emergentes y 
como lucro cesante. En los primeros se comprenden los intereses patrimoniales actuales 
que han sido afectados con el hecho del cual se deriva la responsabilidad; en los 
segundos, el interés futuro o la utilidad futura que por la misma razón el afectado dejará 
de percibir. Ambos conceptos son objeto de la reparación bajo el sistema legal 
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colombiano, tanto en el campo contractual como en el extracontractual. (Consejo de 
Estado, sentencia de 27 de noviembre de 1990. C.P. Gustavo de Greiff. Exp. 5835. 97). 
 
Los planteamientos anteriores permiten deducir que los daños materiales, son 
aquellos que recaen sobre las cosas. Estos se clasifican en daño emergente, que se 
produce cuando un bien económico salió o saldrá del patrimonio de la víctima; y en el 
lucro cesante que aparece cuando un bien económico que debería ingresar en el curso 
normal de los acontecimientos, no ingresó ni ingresará en el patrimonio de la víctima. 
Dentro de este tipo de daños se encuentran aquellos que se causan sobre las cosas, como 
perdida, destrucción o avería de las cosas y los corporales, como las lesiones personales 




Los daños inmateriales son aquellos que no afectan el patrimonio, estos se 
podrían definir como los que perjudican elementos o intereses de difícil estimación 
pecuniaria, porque su contenido queda al margen de lo económico, lo que implica que 
no puedan ser reparados sino de manera convencional a título de compensación 
sustitutiva pero no equivalente.  
 
A estos dos perjuicios antes mencionados, se sumaron los llamados perjuicio 
fisiológico, el perjuicio de placer y el daño a la vida de relación, se introduce por 
primera vez la noción de perjuicio fisiológico en sentencia del 6 de Mayo de 1993 
emitida por el Consejo de Estado, admitiendo de manera expresa la existencia de una 
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nueva clase de perjuicios. (Consejo De Estado, Sección Tercera, mayo 6 de 1993, actor 
John Jairo Meneses Mejía y otros, Exp. 7.428, C.P. Julio Cesar Uribe Acosta). 
Posteriormente, en sentencia de unificación del año 2014, el Consejo de Estado los 
denominó perjuicios a la salud, dejando de lado la designación fisiológico o a la vida en 
relación.  
 
A su turno, la Convención Interamericana de Derechos Humanos - artículo 8.1, el 
criterio de unificación fue el de daño a la salud de carácter temporal, como alteración 
psicofísica de menor entidad que nadie está obligado a soportar y, por tanto, no existe 
razón para desestimar su antijuridicidad y su indemnización.  
 
Quedó así unificada la jurisprudencia en lo relativo a dicho tema del daño 
temporal, que consiste en aquel tipo de daño que al haber podido ser mitigado permite al 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo fallar en el sentido que no solo los daños que 
se han de indemnizar han de ser aquellos que signifiquen grave alteración del bien 
jurídico afectado sino también todos los que tienen cualidad de ser reversibles en el 
tiempo.   El Consejo de Estado no encontró razones para estimar que el daño que se ha 
curado o mitigado jamás tuvo lugar o que los sujetos están obligados a soportar la 
afectación del bien jurídico de la salud siempre y cuando ésta sea reversible. De acuerdo 
con ello la Sala abandonó la tesis de que solo se ha de indemnizar lo que constituya una 
alteración grave de las condiciones de existencia y, dado que “no es razonable suponer 
que alguien tenga el deber de soportar la alteración psicofísica de menor entidad, no 
existe razón para desestimar su antijuridicidad y, por tanto, su mérito indemnizatorio”. 
Así, la principal causa para predicar el perjuicio a la salud radica en las complicaciones 
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emocionales sufridas (Consejo de Estado, Sección Tercera, septiembre 28 de 2014, actor 
Amparo de Jesús Ramírez Suárez, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo). 
 
Previamente, en sentencia del 19 de julio de 2000 el Consejo de Estado había 
expuesto que el perjuicio a la vida de relación podía ser sufrido por la víctima directa 
del daño o por otras personas cercanas a ella. En este aparte es preciso resaltar el 
perjuicio sucesoral, ya que el derecho a la indemnización es un derecho transmisible a 
los herederos, el cual entra a formar parte de los bienes sucesorales: son distintos, el 
carácter personalísimo del daño y el derecho pecuniario a su reparación, el cual entra a 
formar parte de los bienes sucesorales. A esta conclusión llegó el Consejo de Estado en 
una decisión adoptada el 10 de septiembre de 1998 (Consejo De Estado, Sección 
Tercera, Septiembre 10 de 1998, Exp. 12.009, C.P. Daniel Suárez Hernández).  
 
En este estado es importante señalar que se han sumado a la clasificación de daño 
inmaterial, el daño a bienes o derechos convencional y constitucionalmente amparados 
que poseen los siguientes caracteres conforme a la jurisprudencia de unificación del 
Consejo de Estado: 
 
Es un daño inmaterial que proviene de la vulneración o afectación a derechos 
contenidos en fuentes normativas diversas: sus causas emanan de vulneraciones o 
afectaciones a bienes o derechos constitucionales y convencionales. Por lo tanto, 
es una nueva categoría de daño inmaterial. ii) Se trata de vulneraciones o 
afectaciones relevantes, las cuales producen un efecto dañoso, negativo y 
antijurídico a bienes o derechos constitucionales y convencionales. iii) Es un 
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daño autónomo (......) iv) La vulneración o afectación relevante puede ser 
temporal o definitiva (......). (Sala Plena de la Sección Tercera de 28 de agosto del 
2014) 
Regímenes de responsabilidad extracontractual  
 
Tal como se dijo en párrafos anteriores, los regímenes existentes en materia de 
responsabilidad extracontractual en Colombia, corresponden a los regímenes de 
responsabilidad subjetiva y objetiva, los cuales se diferencian en la imputación del daño, 
como elemento indispensable para que se declare la Responsabilidad Extracontractual 
del Estado.  
 
Régimen de Responsabilidad Subjetivo 
 
Falla del servicio 
 
Si bien, la normatividad colombiana no tiene una definición apropiada del 
concepto de Falla del Servicio, el Consejo de Estado ha señalado que la responsabilidad 
en materia extracontractual del Estado, encuentra su sustento en el artículo 90 de la 
Constitución Política, advirtiendo además que para que proceda la declaratoria de 
responsabilidad estatal es preciso que se den los siguientes presupuestos: 
 
“a) Una falta o falla del servicio o de la administración, por 
omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del 
servicio. La falta de que se trata no es la del agente administrativo, 
sino la del servicio o anónima de la administración. 
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b) Lo anterior implica que la administración ha actuado o dejado 
de actuar, por lo que se excluyen los actos del agente, ajenos al 
servicio, ejecutados como simple ciudadano 
c) Un daño que implica la lesión o perturbación de un bien 
protegido por el derecho bien sea civil, administrativo, etc. con 
características generales predicadas en el derecho privado para el 
daño indemnizable, como de que sea cierto, determinado o 
determinable, etc. 
d) Una relación de causalidad entre la falta o falla de la 
administración y el daño, sin la cual, aún demostradas la falta o 
falla del servicio, no habrá lugar a la indemnización...” Consejo de 
Estado; Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 25 de 
febrero 25 de 2012; Exp. 45485; C.P. Dr. Hernán Andrade 
Rincón.) 
 
Lo anterior permite deducir, que de acuerdo con las disposiciones establecidas en 
el inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, para que proceda la 
declaratoria de responsabilidad estatal es preciso que se presente una falla en el servicio, 
por omisión, ineficiencia o ausencia del servicio, un daño, una lesión o perturbación de 
un bien protegido por el derecho y una relación de causalidad entre la falta o falla de la 
administración y el daño. Se advierte además, que en algunos casos, aunque se vincule 
causalmente la falla de la administración y el daño, ésta situación no es suficiente para 
que surja el derecho a la indemnización, por cuanto es indispensable que dicho daño sea 
imputable a la Administración.  
 
De acuerdo con lo expresado se deduce que la falla del servicio se configura 
cuando el Estado incumple en la prestación de un servicio y/o función que le 
corresponde suministrar a la comunidad bajo su dirección por disposición constitucional, 
legal o cuando el hecho lo asume y que no presta o le presta de manera irregular en el 
espacio y en el tiempo. 
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Régimen de Responsabilidad Objetivo 
 
Daño especial  
 
La doctrina y la jurisprudencia han señalado que se compromete la 
responsabilidad estatal cuando está en ejercicio de sus competencias y obrando dentro 
del marco de las disposiciones legales, provoca con su actuar un gravamen que el común 
de los ciudadanos debe normalmente soportar en razón de la actuación de la singularidad 
de los poderes estatales (Bustamante, 1999, p. 29). Esto significa, expresado de otra 
forma que el Estado, al actuar de manera legítima y en beneficios de la comunidad, 
causa dicho daño especial, anormal y superior a aquel que considerado como normal los 
ciudadanos deben soportar como contraprestación al servicio prestado.  
 
El Consejo de Estado ha dicho, sobre la materia, que “se compromete la 
responsabilidad patrimonial de la administración pública cuando ésta, en ejercicio de sus 
competencias y obrando en el marco de las disposiciones legales, causa con su actuación 
un perjuicio de naturaleza especial y anormal a un administrado, un daño que excede el 
sacrificio que el común de los ciudadanos debe anormalmente soportar en razón de la 
peculiar naturaleza de los poderes públicos y de la actuación estatal” (Consejo de 
Estado; Sección Tercera. Sentencia del 20 de febrero de 1989; Exp. 4655)  
 
Así mismo, esta institución ha indicado que para que exista la responsabilidad 
administrativa por daño especial es indispensable la concurrencia de los siguientes 
elementos: 
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 Que se desarrolle una actividad legítima de la administración; 
 La actividad debe tener como consecuencia el menoscabo del 
derecho a una persona; 
 El menoscabo del derecho debe tener origen en el rompimiento de 
las cargas públicas; 
 El rompimiento de esa igualdad debe causar daño grave y especial, 
en cuanto recae sólo sobre alguno o algunos de los administrados; 
 Debe existir un nexo causal entre la actividad legítima de la 
administración y el daño causal; 
 El caso concreto no puede ser susceptible de ser encasillado dentro 
de otro de los regímenes de responsabilidad de la administración. 
 Demostrado el hecho, el daño y la relación de causalidad entre uno 
y otro se produce la condena, teniendo en cuenta los demás 
elementos tipificados de este régimen. (Consejo de Estado; Sección 
Tercera. Sentencia del 13 de septiembre de 1991; Exp. 6543)  
 
Para cerrar este apartado, se hace referencia a la sentencia del Consejo de Estado 
del 15 de noviembre de 2011, C.P. Olga Mélida Valle de la Hoz, quien realiza una 
recopilación de los diferentes pronunciamientos tanto de la Corte Constitucional, como 
del Consejo de Estado, toda vez que tienen aplicabilidad para el desarrollo del presente 
trabajo. Estos son:  
 
A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad 
del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en 
virtud del cual, el Estado será patrimonialmente responsable por los 
daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus 
agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha 
responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a 
la administración, "sin que sea posible predicar la existencia y 
necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a 
efectos de configurar la responsabilidad,” (Consejo de Estado; Sección 
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Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932; C.P. Dr. 
Enrique Gil Botero). 
 
Al respecto, la Corte Constitucional señala que "la fuente de la 
responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser 
antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, 
sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar 
el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable". (Corte 
Constitucional, Sentencia C-333 de 1996) 
 
Sobre la noción de daño antijurídico, el Consejo de Estado ha definido 
que "consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial 
que la víctima no está en el deber jurídico de soportar". En este 
sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el 
deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de 
garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. (Consejo 
de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 13 de agosto de 2008; Exp. 
17042; C.P. Dr. Enrique Gil Botero) 
 
En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la "atribución 
de la respectiva lesión”; en consecuencia, "la denominada imputación 
jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento 
o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio 
derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde 
intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes 
sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la 
jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política" (Consejo 
de Estado, Sección Tercera; Sentencia del 12 de julio de 1993; Exp. 
7622; C.P. Dr. Carlos Betancur Jaramillo). 
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha reiterado que la imputación fáctica supone 
un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas normativas 
propias de la imputación objetiva. Dichas normas han sido delineadas precisamente para 
establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto.  
 
El mismo tribunal ha manifestado que la concreción de la imputación fáctica no 
supone por sí misma, que surja la obligación de reparar, ya que para ello se requiere un 
estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica. En este escenario el juez 
determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de 
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reparar el daño antijurídico. Es decir que se trata de un estudio estrictamente jurídico 
mediando el cual se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios, ya sea a 
partir de la verificación de una culpa, o falla, o porque se ha concretado un riesgo 
excepcional al que es sometido el administrado, o daño especial, que frente a los demás 
asociados resulta anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas 
públicas (Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Rad. 
1998-0569). 
 
De conformidad con los conceptos extraídos de las varias sentencias en mención, 
se deduce que los presupuestos de la responsabilidad extracontractual del Estado, 
dependen del análisis de la Jurisdicción de lo contencioso administrativo para determinar 
el régimen aplicable en cada caso en particular. En este sentido, para declarar la 
responsabilidad del Estado se estudian diferentes presupuestos, estableciéndose para el 
caso del régimen subjetivo también denominado responsabilidad con falla o falta, un 
hecho dañoso caracterizado por la acción o la omisión de las autoridades públicas y para 
el caso del régimen objetivo, la deficiencia en la prestación del servicio en virtud de la 
actuación administrativa. 
 
En virtud de los fundamentos instaurados en el Estado Social de Derecho, a 
través de la expedición de la Constitución de 1991, el Estado colombiano estableció 
reformas importantes de tipo social, al reconocer los derechos fundamentales, como 
principio básico para orientar la gestión administrativa del Estado.  
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A este respecto, como señala Armenta (2009), en la Asamblea Nacional 
Constituyente se presentaron veintiséis proyectos relativos al tema de la responsabilidad 
extracontractual del Estado, en ocasión a los perjuicios que producen los actos 
ejecutados por las instituciones y/o funcionarios administrativos en el ejercicio de sus 
funciones, advirtiéndose la necesidad de consagrar un artículo que regulará el tema de 
manera “concreta, directa y objetiva”. (p. 97). 
 
Es así como a través del Art. 90º se consagró el Régimen de la Responsabilidad 
Extracontractual del Estado, el cual ha sido objeto de diferentes interpretaciones por 
parte de la Jurisprudencia del Consejo de Estado de la siguiente manera:  
 
 Una primera la considero como responsabilidad objetiva. 
 Una segunda, de atenuación o corrección de la tendencia inicial, considero la 
responsabilidad del Estado, por regla general como objetiva, pero admite, en 
ciertos casos, la falla en el servicio. 
  Una tercera, de regreso a los regímenes de Responsabilidad del Estado 
anteriores a la Constitución de 1991 (Armenta, 2009, p. 97). 
 
A este respecto, según Arévalo (2011) el título jurídico de imputación “Es la 
denominación bajo la cual, el Juez deberá someter a estudio la responsabilidad en la 
cual incurre el Estado por los hechos de sus agentes, dependiendo si es por 
responsabilidad subjetiva u objetiva. Así, responderá a título de responsabilidad 
subjetiva por falla en el servicio y por responsabilidad objetiva a título de daño especial, 
riesgo excepcional, ocupación por trabajos públicos, responsabilidad por el acto 
administrativo, acción in rem verso, entre otras” (p. 78). 
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En términos generales, si bien es cierto que la jurisprudencia de lo contencioso 
administrativo ha sostenido que el título de imputación aplicable a los perjuicios que se 
lleguen a causar a las personas privadas de la libertad es de naturaleza objetiva; es 
preciso resaltar que en algunos casos, el título de imputación aplicable a los daños 
sufridos por los reclusos, derivados de la prestación del servicio de salud por parte del 
establecimiento carcelario será de naturaleza subjetiva apoyado en la falla del servicio, 
sustentado en la aplicación de los servicios prestados a las personas privadas de la 
libertad como sujetos que se encuentran en situación particular, en las mismas 
condiciones de calidad, oportunidad, eficacia y eficiencia de las que no lo están, en 
virtud de las relaciones de especial sujeción con el Estado. 
 
El Estado garante 
 
Las Relaciones de Especial Sujeción, referidas a las personas privadas de la 
libertad, están fundamentadas en la jurisprudencia de la Corte constitucional, en 
cumplimiento del deber del Estado de proteger la vida e integridad de tales personas. 
Dentro de este contexto, a continuación se señalará la doctrina constitucional 
concerniente con la relación de especial sujeción, estipulada en la sentencia T-687/03 de 
la Corte Constitucional. En este fallo, se sienta doctrina constitucional acerca de las 
relaciones de especial sujeción, en el sentido de que la existencia, identificación y 
régimen de este tipo de relaciones especiales entre los reclusos y el Estado, representado 
en las autoridades penitenciarias, le ha permitido a la Corte extraer importantes 
consecuencias jurídicas a reiterar en función del caso específico del fallo mencionado. 
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De la jurisprudencia de la Corte se identifican seis elementos característicos de 
las relaciones de especial sujeción: i) la subordinación de una parte (el recluso), a la otra 
(el Estado); ii) subordinación que se concreta en el sometimiento del interno a un 
régimen jurídico especial, representado en controles disciplinarios y administrativos 
especiales y la posibilidad de limitar el ejercicio de varios de su derechos, incluso 
fundamentales. iii) Este régimen de ejercicio de la potestad disciplinaria especial y a la 
limitación de los derechos fundamentales debe estar previsto en la Constitución y la ley. 
iv) La finalidad del ejercer esta potestad disciplinaria y de limitar los derechos 
fundamentales, es la de garantizar los medios para el ejercicio de los demás derechos de 
los internos, mediando las aplicación de medidas para garantizar disciplina, seguridad y 
salubridad, a la vez que lograr el cometido principal de la pena, que es la resocialización, 
v) Como consecuencia de la subordinación, surgen ciertos derechos especiales 
relacionados con las diferentes condiciones materiales de existencia como son la 
alimentación, la habitación, los servicios públicos y la salud en cabeza de los reclusos, 
todos los cuales deben ser especialmente garantizados por el Estado. vi) También, el 
Estado debe garantizar de manera especial el principio de eficacia de los derechos 
fundamentales de los reclusos, ante todo con el desarrollo de conductas activas. 
 
Como lo puede apreciar la Sala, entre las consecuencias jurídicas más 
importantes de la existencia de las relaciones especiales de sujeción, están: i) la 
posibilidad de limitar el ejercicio de algunos derechos fundamentales de los reclusos 
entre los cuales intimidad, reunión, trabajo, educación. ii) La imposibilidad de limitar el 
ejercicio de algunos derechos fundamentales como la vida, dignidad humana, libertad de 
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cultos, debido proceso, habeas data, entre otros. iii) El deber positivo en cabeza del 
Estado de asegurar el goce efectivo tanto de los derechos no fundamentales como de los 
fundamentales, en la parte que no sea objeto de limitación cuando la misma procede, y 
en su integridad frente a los demás, debido a la especial situación de indefensión o de 
debilidad manifiesta en la que se encuentran los reclusos. iv) El deber positivo en cabeza 
del Estado de asegurar todas las condiciones necesarias que permitan a su vez 
condiciones adecuadas para la efectiva resocialización de los reclusos. 
  
En este sentido, del perfeccionamiento de la “relación de especial sujeción” entre 
los reclusos y el Estado, surgen verdaderos deberes jurídicos positivos del Estado. Tales 
deberes se encuentran estrechamente ligados a la garantía de la funcionalidad del 
sistema penal, que viene dada por la posibilidad real de la resocialización de los 
reclusos, a partir del aislamiento en condiciones cualificadas de seguridad y de 
existencia vital de la población carcelaria. Deberes positivos de cuyo cumplimiento 
depende la legitimidad del sistema penal y, ante cuya inadvertencia, este último resulta 
convertido en una mera sombra de los valores y principios propios del Estado social de 
derecho. 
 
Como puede observarse, la Corte Constitucional ha señalado en reiteradas 
ocasiones, que a pesar de que algunos de los derechos fundamentales de las personas 
privadas de la libertad son suspendidos (libertad física y de locomoción), o limitados 
(intimidad personal y familiar, libre desarrollo de la personalidad y libertad de 
expresión) en virtud de las condiciones que impone la privación de la libertad; existen 
otros derechos fundamentales como el derecho a la vida, a la integridad personal, a la 
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dignidad, a la igualdad, a la libertad religiosa, al debido proceso y al derecho a la salud; 
entre otros, que no pueden ser limitados, puesto que forman parte de los derechos 
fundamentales establecidos en la Constitución Política.  
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II. RÉGIMEN NORMATIVO: PROTECCIÓN DE LA SALUD DE LAS 
PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD  
 
Régimen normativo nacional e internacional desde el punto de vista de la 
Responsabilidad del Estado frente a la protección de la salud, como derecho 
fundamental de las personas privadas de la libertad. 
 
De acuerdo con los fundamentos establecidos en el Estado Social de Derecho, el 
Estado colombiano a través de la Constitución Política de 1991 en su artículo 93, 
establece: 
 
 Artículo 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en 
los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia. 
 
Entendiéndose de esta manera que los tratados, convenios y pactos ratificados 
por el Congreso colombiano pertenecientes al reconocimiento y garantía de los derechos 
humanos prevalecen en el orden interno; es decir, deben ser interpretados de acuerdo 
con los instrumentos jurídicos internacionales que forma parte del bloque de 
constitucionalidad. 
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A este respecto, se resalta que el régimen jurídico colombiano supone una 
jerarquía normativa que se desprende de: 1) la Constitución Política de Colombia; 2) Las 
leyes estatutarias y orgánicas, facultadas para regular los elementos relativos a los “(…) 
a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos 
para su protección” (C.P., Art. 152, literal a); 3) Las leyes ordinarias y/o decretos 
promulgados por el poder ejecutivo; aclarando no obstante, que pueden ser 
complementados con “Circulares o Resoluciones" como normas vinculantes, pero sin 
impugnar las leyes o decretos vigentes, como tampoco establecer nuevas obligaciones 
tributarias y 4) los Tratados Internacionales, que al ser ratificados por Colombia, se 
incorporan al ordenamiento jurídico interno mediante una ley ordinaria, conforme lo 
señala el artículo 241-10 de la Constitución Política.  
 
A este respecto, la sentencia 037 de 2000 señala que si bien, las normas 
constitucionales ocupan el primer lugar dentro de la jerarquía del ordenamiento jurídico 
colombiano; las leyes expedidas por el congreso ocupan una posición preponderante en 
la escala normativa nacional, entendiéndose en este sentido, la relación de sujeción entre 
las disposiciones que consagran rangos y jerarquías normativas frente al resto del 
ordenamiento jurídico. (Corte Constitucional, Sentencia C-037 de 2000). 
 
En virtud de lo anterior, a continuación se realiza un análisis sobre la evolución 
que ha tenido el régimen normativo nacional e internacional desde el punto de vista de la 
Responsabilidad del Estado frente a la protección especial que merecen las personas 
privadas de la libertad desde la concepción universal de los derechos humanos. 
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En el ámbito internacional  
 
Una vez revisado, el compendio de normas publicado en el sitio web de la 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(ACNUDH), relativo a la protección de los derechos humanos de las personas privadas 
de la libertad; para efectos de este trabajo, se hará referenciará a las disposiciones legales 
que según el criterio del investigador tienen relación directa con el tema objeto de 
estudio.  
 
Declaración Universal de Derechos Humanos 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos fue adoptada y proclamada por 
la Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 217 A (III), de 10 de 
diciembre de 1948. 
 
El artículo 5 señala que la tortura, penas, tratos crueles inhumanos o degradantes, 
son acciones prohibidas a nivel internacional, independiente de la circunstancia en que 
se encuentre un ser humano. Por su parte, el artículo 7 hace mención al trato igualitario y 
al derecho de todo ciudadano a ser protegido por la ley, evitando todo tipo 
discriminación. En similar sentido, los artículos 8 y 10, advierten sobre los derechos de 
toda persona para acceder a los tribunales competentes para ser escuchado en 
condiciones de igualdad para determinar los actos que violan los derechos 
fundamentales reconocidos por los preceptos constitucionales y legales de carácter 
nacional. Finalmente, el Artículo 25 hace referencia a la prestación de servicios de salud, 
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vivienda, alimentación y asistencia médica; entre otros, para garantizar un nivel de vida 




Las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos fueron adoptadas por el 
primer congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento del 
delincuente, celebrado en Ginebra en 1955. Este reglamento multilateral para el 
tratamiento de los reclusos, fueron aprobadas por el Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 
(LXII) de 13 de mayo de 1977. 
 
Las reglas (9.1 – 22) hacen referencia tanto a los requerimientos físicos y 
sanitarios que deben cumplir las celdas destinados a los reclusos, como también a los 
asuntos relacionados con las prendas de vestir, cama limpia, utensilios de aseo, 
alimentación y ejercicios físicos; indispensables para garantizar su salud de las personas 
privadas de la libertad .  
 
Las reglas (22.1 - 26.1) hacen referencia a la responsabilidad del estado en la 
prestación de servicios médicos en los establecimiento carcelarios. En este sentido, 
señalan los requerimientos indispensables que deben poseer las instalaciones, 
consultorios, materiales instrumentales y productos farmacéuticos, entre otros, 
indispensables para brindarle la asistencia en salud requerida por las personas privadas 
de la libertad. De otra forma, detallan las funciones de los médicos en cada uno de los 
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procedimientos requeridos para cada caso, tales como: examen, diagnóstico, tratamiento 
y traslado de los reclusos a instalaciones hospitalarias en caso de que sea necesario y la 
regla (44.1) hace referencia a la notificación a los parientes en los eventos de 
enfermedad, traslado y fallecimiento del recluso .  
 
En materia de Derechos Humanos las fuentes normativas y jurisprudenciales de 
mayor relevancia para el caso colombiano son la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos de San José de Costa Rica de la cual hace parte Colombia desde el 31 de Julio 
de 1973 (en adelante la Convención) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante la CINDH), la cual tiene competencia contenciosa para nuestro país desde 
el 21 de Junio de 1985; además, gracias a que la Convención es un tratado internacional 
de Derechos Humanos prevalece en el orden interno colombiano y hace parte del 
denominado bloque de constitucionalidad , razón por la cual dicha Convención sería un 
parámetro de legitimidad constitucional y la leyes deben expedirse siguiendo sus 
lineamientos en el tema.  
 
Otro aspecto importante para subrayar es que cuando se está en el escenario de la 
CINDH o la misma conoce de algún asunto, previo agotamiento del proceso establecido 
en la convención, se está ante la hipótesis de una posible responsabilidad de uno de los 
Estados parte de la Convención. Es decir, puede existir una eventual responsabilidad de 
un sujeto de derecho internacional, y bajo ninguna óptica se puede hablar de 
responsabilidad de personas que no hagan parte de la Convención y/o que no sean 
sujetos de derecho internacional. 
 
Daños ocasionados a las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión nacional 48 
Bajo la anterior aclaración, es preciso resaltar que en materia de Derechos 
Humanos, en el Sistema Interamericano, Colombia no sólo se somete a los fundamentos 
jurídicos del derecho propio de su legislación interna, sino también a las disposiciones 
que hagan parte de la Convención o que la complementen. ( ) Por tal motivo es 
importante observar cuál es el tratamiento que se le da al Estado en caso de presentarse 
un daño y dentro de éste cuáles son las características especiales que debe aplicarse en 
materia de Derechos Humanos del Sistema Interamericano. 
 
En el sistema jurídico colombiano, se ha entendido que el Estado es un sujeto 
más que puede causar daños a otras personas y por tal motivo frente a él también surge 
la obligación de reparación, exactamente en los mismos términos y condiciones ya 
estudiados. Por consiguiente las normas propias de la responsabilidad del Estado se 
encuentran en las normas civiles que regulan el tema, además de ciertas normas 
especiales que pueda desarrollar la normatividad de cada país acerca del tema.  
 
En el ámbito Nacional  
 
Constitución Política Colombiana 
 
En la Constitución Política, el Estado colombiano consagra una serie de 
principios y derechos fundamentales, sociales, económicos y culturales (Art. 1, 2, 5, 13, 
14, 21, 25, 42, 44, 46, 47, 49, 54 y 350) basados en el respeto, dignidad y garantía de los 
derechos humanos de los diferentes segmentos poblacionales en condición vulnerable, 
entre los que se encuentran las personas privadas de la libertad. (Ver Apéndice B)  
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A continuación se citarán las leyes, decretos, resoluciones y acuerdos en el 
ámbito nacional, que a juicio del investigador tienen relación directa con el tema objeto 




Ley 65 de 1993. "Por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario". 
Modificada por las Leyes 415 de 1997 y 504 de 1999. Publicado en Diario Oficial Nº 
40999 de agosto 20 de 1993.  
 
Ley 100 de 1993. Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se 
dictan otras disposiciones. En el artículo 153º (numerales 1, 2 y 3) se establece los 
principios rectores del servicio público: 1. Equidad, 2. Obligatoriedad y 3. Protección 
integral, para todos los habitantes en Colombia. El artículo 154 mediante el cual se 
prescribe la “Intervención del Estado”, establece tanto los principios del servicio 
público de seguridad social1, como la obligatoriedad, gratuidad y responsabilidad del 
Estado para garantizar la prestación de los servicios de salud a todos los habitantes del 
país, en concordancia con los términos que señala la ley. El artículo 156 mediante el 
cual se estipula las “Características básicas del sistema general de seguridad social en 
salud”, en los literales a, b, c, j, n, o, p, establece la responsabilidad del Estado tanto 
para dirigir, orientar, regular, controlar y vigilar, como para asegurar el ingreso de todo 
                                                 
1 Principios del servicio público de seguridad social: Eficiencia, Universalidad, solidaridad, integralidad, 
unidad y participación (Ley 100, Art. 2) 
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ciudadano colombiano al sistema nacional de salud, bien a través del régimen 
contributivo y/o a través del régimen subsidiado para los más pobres y vulnerables, 
financiado con los aportes fiscales de la Nación; con los recursos destinados al sector 
salud en cada entidad departamental, distrital y municipal; con los recursos previsto 
para el fondo de solidaridad y garantía y con los recursos de los afiliados en equilibrio 
con sus recursos económicos, de acuerdo con los términos previstos en la presente ley. 
El artículo 157 mediante el cual se estipula las “Tipos de participantes en el sistema 
general de seguridad social en salud”, define dos tipos de afiliados al sistema general de 
seguridad social en salud. En el literal A), numeral 1define los afiliados al sistema 
mediante el régimen contributivo y en el numeral 2, define los afiliados al sistema 
mediante el régimen subsidiado.  
 
Ley 715 de 2001. Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos 
y competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 
01 de 2001) de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la 
prestación de los servicios de educación y salud, entre otros. La Ley 715 de 2001, es 
una ley de carácter orgánico (Art. 151 de la Constitución Política) y en consecuencia 
posee un nivel jerárquico superior a la Ley 100 de 1993. En similar sentido, puede 
derogar y sustituir la ley 60 de 1993 “Por la cual se reorganiza el Sistema Nacional de 
Salud y se dictan otras disposiciones” y modificar el sistema de competencias y recursos 
financieros tanto de la salud pública, como del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud (SGSSS) y sobre el régimen subsidiado, establecido a través de la 10 de 1990. En 
términos generales establece las competencias a nivel nacional (Art. 42), departamental 
(Art. 43) y municipal (Art. 44), en el sector salud. En este sentido, la persona privada de 
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la libertad, que pierde los derechos ambulatorios y los de carácter político, no queda 
fuera de la situación en la cual se puede configurar la violación de su derecho 
fundamental a la salud con lo cual continúa adscrito al ámbito legal del marco vigente 
en este sentido con la característica agregada de que dicha responsabilidad se traslada al 
Estado aprehensor. 
 
Ley 1122 de 2007. "Por la cual se hacen algunas modificaciones en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones. En el Art. 2º se 
establece la responsabilidad del Ministerio de la Protección Social para evaluar los 
resultados en salud y bienestar de las diferentes entidades (departamentales, municipales 
y empresas sociales del estado, ESE), que operan en el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud a través de indicadores de gestión de resultados. Además de lo anterior, 
se crea “(…) la Comisión de Regulación en Salud (CRES) como unidad administrativa 
especial, con personería jurídica, autonomía administrativa, técnica y patrimonial, 
adscrita al Ministerio de la Protección Social”. (Art. 3º), precedida por el Ministro de la 
Protección Social (Art. 4º, numeral 1), encargada de “Definir y modificar los Planes 
Obligatorios de Salud (POS) que las Entidades Promotoras de Salud (EPS) garantizarán 
a los afiliados según las normas de los Regímenes Contributivo y Subsidiado”, en el 
marco de las funciones establecidas en el (Art. 7º, numeral 1). Todo este marco 
configura el aparato estatal al cual le cabe la responsabilidad de facilitar el derecho 
prestacional de la salud a todos los ciudadanos, sin distingo de etnia, credo, condición 
socioeconómica u otras diferencias individuales. 
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Ley 1437 de 2011. Por la cual se expide el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En el Art. 1º se establece que la 
norma tiene como finalidad “(…) proteger y garantizar los derechos y libertades de las 
personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de las autoridades a la 
Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el cumplimiento de los fines 
estatales, el funcionamiento eficiente y democrático de la administración, y la 
observancia de los deberes del Estado y de los particulares,” cuya aplicación se aplica a 
“(…) todos los organismos y entidades que conforman las ramas del poder público en 
sus distintos órdenes, sectores y niveles, a los órganos autónomos e independientes del 
Estado y a los particulares, cuando cumplan funciones administrativas (…)” (Art. 2º), 
las cuales deberán interpretar y aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y 
procedimientos administrativos conforme a los principios consagrados en la 
Constitución Política, estos son: debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, 
moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, 
eficacia, economía y celeridad. (Art. 3º). Además de lo anterior, mediante esta ley se 
resalta que toda persona tiene derecho a “Ser tratado con el respeto y la consideración 
debida a la dignidad de la persona humana” (Art.º 5, numeral 5), las formas de iniciar 
las actuaciones administrativas (Art. 4º) y la Responsabilidad directa del Estado por el 
daño causado bien sea un hecho, acción, omisión y/o actuación administrativa de las 
autoridades públicas, de conformidad con las disposiciones del artículo 90 de la 
Constitución Política.2 (Art. 140º). Y es este último articulado el que expresa de manera 
                                                 
2 Art. 90º. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, 
causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas. 
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más taxativa el hecho posible que ante la tipificación de un daño antijurídico, dada la 
condición pública de los funcionarios a cargo de todos los órganos y entidades estatales, 
se puede estar violando algunos de los derechos plenos del interno a la vida, la 
integridad física, el trato humano y digno, alimentación suficiente, agua potable, 
vestuario, higiene y lugar de habitación, pero, fundamentalmente el deber de asistencia 
médica. 
 
Ley 1438 de 2011, por medio de la cual se reforma el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones. En esta norma, su artículo 3º 
mediante el cual se establece los “Principios del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud”, modifica los principios rectores del servicio público de salud establecidos en 
el art. 153 de la ley 100 de 1993, en correspondencia con en el marco de la estrategia 
Atención Primaria en Salud (APS). Estos son: Universalidad; Solidaridad; Igualdad; 
Obligatoriedad; Prevalencia de derechos; Enfoque diferencial; Equidad; Calidad; 
Eficiencia; Participación social; Progresividad; Libre escogencia; Sostenibilidad; 
Transparencia; Descentralización administrativa; Complementariedad y concurrencia; 
Corresponsabilidad; Irrenunciabilidad; Intersectorialidad; Prevención y Continuidad. 
Uno de estos principios guarda relación directa con las personas privadas de la libertad 
en cuanto no se ha de desconocer la prevalencia de aquellos derechos no limitados por 
su condición penal. Los demás principios orientan a las instituciones públicas bajo cuyo 
control quede el recluso para cumplimiento de su condena por parte de la justicia. 
 
                                                                                                                                                
En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido 
consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra 
éste. (Constitución Política, 1991). 
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Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforman algunos artículos de la ley 
65 de 1993, de la ley 599 de 2000, de la ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones. 
En su artículo 2º se manifiesta que las medidas penitenciarias contenidas en la Ley 65 
de 1993, contarán con las disposiciones del artículo 3ª, mediante el cual se reconoce 
el principio de Enfoque diferencial de poblaciones con características particulares 
dependiendo del (género, la identidad de género, la edad, la raza), incluyendo a las 
personas privadas de la libertad. En el Art. 15º se definen las instituciones que integran 
del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario. Estas son: el Ministerio de Justicia y 
del Derecho; el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) y la Unidad de 
Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC). Como entidades adscritas al Ministerio 
de Justicia y del Derecho, con personería jurídica y autonomía administrativa y 
financiera, se especifican: el Ministerio de Salud y Protección Social, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), todos los centros penitenciarios y carcelarios 
del país, la Escuela Penitenciaria Nacional y demás organismos públicos que desarrollen 
sus funciones en el marco del Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario colombiano. 
Estas precisiones legislativas han reiterado bajo la categoría de sistema, la concepción de 
que alrededor de la persona privada de libertad existe un aparato estatal que incluye, 
además de muchos de los derechos ciudadanos, excluidos la deambulación libre o el 
derecho político al sufragio que le han sido limitados, el deber del derecho prestacional a 
la salud. 
 
Decreto 1141 de 2009, por el cual se reglamenta la afiliación de la población 
reclusa al Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones. 
El artículo 1º establece el objeto y ámbito de aplicación en los siguientes términos “(…) 
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reglamentar la afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud-SGSSS, de la 
población reclusa a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, que 
se encuentra en establecimientos de reclusión, en prisión y detención domiciliaria o bajo 
un sistema de vigilancia electrónica, y de la población reclusa, a cargo de las entidades 
territoriales, en establecimientos de reclusión del orden departamental, distrital y 
municipal.” La Superintendencia Nacional de Salud, será la entidad encargada de las 
funciones de inspección, vigilancia y control, en virtud de las disposiciones establecidas 
en el presente decreto (Art. 11º).  
 
Decreto 2777 de 2010. Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 1141 de 
2009. El Art. 2º que modifica al Art. 2º del Decreto 1141 de 2009, establece que “La 
afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud de la población reclusa en los 
establecimientos de reclusión a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario-
INPEC, se realizará al Régimen Subsidiado mediante subsidio total, a través de una 
Entidad Promotora de Salud del Régimen Subsidiado, EPS-S, de naturaleza pública del 
orden nacional”. En este sentido solicita a los Ministerios de Justicia y del Derecho, de 
Salud y Protección Social, al INPEC y demás entidades adscritas al sistema, el 
desarrollo y ejecución de acciones administrativas para garantizar la afiliación de las 
personas privadas de la libertad al Sistema General de Seguridad Social en Salud.  
 
Decreto 4151 de 2011. Por el cual se modifica la estructura del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario, INPEC, y se dictan otras disposiciones. En el Art. 1º se 
establece que el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) tiene como 
objeto “(…) ejercer la vigilancia, custodia, atención y tratamiento de las personas 
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privadas de la libertad; la vigilancia y seguimiento del mecanismo de seguridad 
electrónica y de la ejecución del trabajo social no remunerado, impuestas como 
consecuencia de una decisión judicial, de conformidad con las políticas establecidas por 
el Gobierno Nacional y el ordenamiento jurídico, en el marco de la promoción, respeto y 
protección de los derechos humanos.” En el marco de sus funciones le corresponde 
“Ejecutar la política penitenciaria y carcelaria, en coordinación con las autoridades 
competentes, en el marco de los derechos humanos, los principios del sistema 
progresivo, a los tratados y pactos suscritos por Colombia en lo referente a la ejecución 
de la pena y la privación de la libertad” (Art. 2º numeral 5). 
 
Decreto 4150 de 2011. Por el cual se crea la Unidad de Servicios Penitenciarios y 
Carcelarios - SPC, se determina su objeto y estructura. En el Art. 1º, se establece la 
Escisión del INPEC para el desarrollo de sus funciones administrativas, a través de la 
creación de la Unidad Administrativa Especial denominada “(…) Unidad de Servicios 
Penitenciarios y Carcelarios (SPC) con personería jurídica, autonomía administrativa y 
financiera, adscrita al Ministerio de Justicia y del Derecho, cuyos objeto será “(…) 
gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los servicios, la 
infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el adecuado 
funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios a cargo del INPEC” 
(Art.4º). 
 
Sinopsis del Sistema Penitenciario y Carcelario Colombiano 
 
Colombia cuenta con 137 establecimientos de reclusión del orden nacional 
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(ERON), con una población de 120.905 personas privadas de la libertad, a pesar de que 
su capacidad es de solo 78.044 cupos (tabla 3), alcanzando una tasa de hacinamiento 
del 54,9% (tabla 5).  
 
Frente a esta situación, el Gobierno ha venido desarrollando diferentes estudios 
orientados a enfrentar la grave situación institucional, social y humanitaria de los 
Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia que impiden que mediante la 
privación de la libertad se cumplan los fines de la pena. De conformidad con lo anterior 
y teniendo en cuenta que el sistema penitenciario colombiano debe proponer soluciones 
que respondan a las falencias que presentan los centros de reclusión nacional. 
 
El Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario está integrado por el Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario, como establecimiento público adscrito al 
"Ministerio de Justicia y del Derecho" con personería jurídica, patrimonio independiente 
y autonomía administrativa; por todos los centros de reclusión que funcionan en el país, 
por la Escuela Penitenciaria Nacional y por los demás organismos adscritos o vinculados 
al cumplimiento de sus fines (Ley 65 de 1993, Art. 15). 
 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) 
 
El INPEC es la Institución que ejecuta la política penitenciaria y carcelaria. Su 
naturaleza jurídica, domicilio y competencia se delinean de acuerdo con el Decreto 2160 
de 1992. El INPEC es un establecimiento público del orden nacional adscrito al 
Ministerio de Justicia y del Derecho, con personería jurídica, patrimonio independiente y 
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autonomía administrativa, configurándose como el primer órgano de orientación y 
ejecución de los lineamientos carcelarios contemplados en la Constitución Nacional.  
 
Los establecimientos de reclusión del orden nacional son creados, fusionados, 
suprimidos, dirigidos y administrados, sostenidos y vigilados por el Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario. El mismo Instituto determina los lugares donde funcionarán 
estos establecimientos (Ley 65 de 1993, Art. 16). 
 
El mismo Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejerce la inspección y 
vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales (Ley 65 de 1993, Art. 16). El 
INPEC cumple los siguientes principios institucionales: 
 
Su misión es dirigir el sistema penitenciario y carcelario, garantizando el 
cumplimiento de la pena privativa de la libertad, la detención precautelativa, la 
seguridad, la atención social y el tratamiento penitenciario de la población reclusa. La 
visión institucional se refiere a la construcción de una nueva cultura penitenciaria, con 
una organización moderna, humanizada, altamente efectiva y comprometida con el 
estado y sus instituciones; mediante la gerencia de los recursos, orientada a la solución 
de la problemática penitenciaria en el campo de la seguridad y la resocialización. 
 
Entre las funciones institucionales se destacan que corresponde al Gobierno 
Nacional por conducto del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, la ejecución de 
la pena privativa de la libertad impuesta a través de una sentencia penal condenatoria, el 
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control de las medidas de aseguramiento, del mecanismo de seguridad electrónica y de 
la ejecución del trabajo social no remunerado (Ley 65 de 1993, Art. 14). 
 
Política Penitenciaria y carcelaria  
 
En un breve esbozo sobre los principales aspectos que caracterizan la política 
penitenciaria y carcelaria, en concordancia con los lineamientos del documento 
CONPES 3828 (2015) titulado “Política Penitenciaria y Carcelaria en Colombia”, surgen 
los siguientes elementos. Mediante el documento CONPES 3828 (2015) se plantea un 
nuevo enfoque a la política penitenciaria y carcelaria del Estado Colombiano y se señala 
que además de atender las necesidades de las personas privadas de la libertad, adelante 
las gestiones pertinentes para mejorar la situación actual de los centros penitenciarios a 
través de 3 ejes (p. 58): 
 
 Eje 1: Pretende mejorar las condiciones penitenciarias y carcelarias a nivel nacional 
en términos de Infraestructura física, sanitaria, tecnológica y humana, que permitan el 
cumplimiento de los fines del sistema penitenciario y carcelario en condiciones de 
dignidad humana para los reclusos. 
 Eje 2: Armonizar la Política Penitenciaria y Carcelaria como parte integral de la 
Política Criminal, que sugiere la revisión y mejoramiento del tratamiento 
penitenciario integral y resocialización del recluso, a fin de dar cumplimiento del fin 
resocializador de la pena. 
 Eje 3. Relaciones Nación – Territorio, que incluye la articulación entre las entidades 
territoriales y la participación de sector privado en los establecimientos penitenciarios 
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y carcelarios del país, para el desarrollo e implementación del nuevo enfoque de la 
política penitenciaria y carcelaria del Estado Colombiano.  
 
En este contexto, el tratamiento integral de las personas privadas de la libertad 
debe estar acorde con los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales que 
fundamentan la política penitenciaria en el respeto por los derechos humanos y la 
dignidad humana y en cumplimiento con la Ley 65 de 1993 o Código Penitenciario y 
Carcelario.  En el marco de los anteriores lineamientos, la política penitenciaria del 
Estado Colombiano debe cimentar sus objetivos en los articulados de la mencionada ley; 
donde se establece que el cumplimiento de la pena se regirá por los principios del 
sistema progresivo (Art. 12) y en virtud de su fin fundamental, que es la 
“resocialización” (Art. 9) que se resume en reeducar, resocializar, rehabilitar y reinsertar 
socialmente a las personas privadas de la libertad.  
 
Establecimientos de reclusión del orden nacional (ERON)  
 
De acuerdo con el informe mensual elaborado por la Oficina Asesora de 
Planeación y el Grupo Estadística del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
(INPEC), a continuación se examina la situación actual de los Establecimientos de 
reclusión del Orden Nacional (ERON), en términos de población reclusa en Colombia, 
clasificación y categorización, infraestructura, capacidad por regionales, 
comportamiento mensual, índice de hacinamiento y caracterización demográfica, entre 
otros aspectos (INPEC, febrero de 2016). 
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Población reclusa en Colombia: Tal como lo indica la tabla 1, a febrero de 2016, 
en los centros penitenciarios y carcelarios del país se registró un total de 177.059 
personas privadas de la libertad. El mayor porcentaje 97,0% de este segmento 
poblacional (171.744) se encuentra bajo la custodia y responsabilidad del INPEC, 
mientras que el 3% restante, se encuentra bajo la custodia y responsabilidad de los 
Establecimientos municipales (1,8%) y Establecimientos de la fuerza pública (1,2%), 
respectivamente (INPEC, 2016, p. 15) 
 
Tabla 1. Población con medida reclusa en Colombia  
Ubicación Reclusos (as) Participación % 
Establecimientos de reclusión 
(ERON) 
121.356 70,7% 68,5% 
Domiciliaria 46.136 26,9% 26,1% 
Control y vigilancia electrónica 4.252 2,5% 2,4% 
Subtotal INPEC 171.744 100% 97,1% 
Establecimientos municipales 3.229 60,8% 1,8% 
Establecimientos Fuerza Pública 2.086 39.2% 1,2% 
Subtotal otros establecimientos 5.315 100% 3,0% 
Total población reclusa país 177.059  100.0% 
Fuente: Informe Estadístico - Febrero de 2016. (INPEC, 2016, p. 15) 
 
Además, como se observa en la misma tabla 1, de la población reclusa a cargo 
del INPEC, el mayor porcentaje representado con el 70,7% se encuentra en los 
Establecimientos de reclusión (ERON), seguidos del 26,9% quienes se encuentran bajo 
detención domiciliaria, mientras que el 2,5% se encuentra con control y vigilancia 
electrónica (INPEC, 2016, p. 15). 
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Clasificación y Categorización: como se desprende de la Tabla 2, la clasificación 
de los establecimientos de reclusión del orden nacional (ERON) se realiza con base en la 
fecha de construcción; evidenciándose en este sentido que a partir de la década de los 90 
del siglo pasado tan sólo se han construido 15 establecimientos, intentando dar respuesta 
a una de las grandes problemáticas que enfrenta el sistema penitenciario y carcelario del 
país.  
 

















121 62,5% 39.877 75.819 
Segunda 12 – 15 
1990-
2000 
5 8.6% 9.610 10.390 
Tercera 4 -5 2000 10 29% 28.466 35.147 
TOTAL   136 100% 77.953 121.356 
Fuente: Elaboración propia con base en la tabla 3 del Informe Estadístico (INPEC, 
febrero de 2016, p. 17) 
 
Como lo indica la Tabla 2, dependiendo de los años de construcción, los 
establecimientos de reclusión del orden nacional (ERON), se clasifican en (3) grandes 
grupos que corresponden a la primera, segunda y tercera generación. De esta manera, 
pertenecen a la primera generación los 121 ERON construidos entre 1611 y la primera 
década de los noventa, con capacidad para 39.877 personas privadas de la libertad. En 
esta mismo sentido, corresponden a la segunda generación los 5 ERON construidos entre 
la década de los noventa y comienzo del 2000, con capacidad para 9.610 internos y a la 
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tercera generación los 10 ERON construidos a finales de la década del 2000, con 
capacidad para 28.466 reclusos.  
 
Infraestructura Direcciones Regionales INPEC: como se observa en la Tabla 3, 
la infraestructura del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC) está 
conformada por 136 Establecimiento de reclusión del orden nacional (ERON), ubicados 
en 127 municipios y agrupados en 6 direcciones regionales (Central, Occidente, Norte, 
Oriente, Noroeste, Viejo Caldas), las cuales tienen sus sedes en algunas de las 
principales ciudades del país.  
 










Central  Bogotá 8 38 41 29,9% 
Occidente  Cali  4 23 24 17,5% 
Norte  Barranquilla 8 14 15 11,7% 
Oriente Bucaramanga 4 13 14 10,2% 
Noroeste Medellín 2 21 21 15,3% 
Viejo Caldas Pereira 5 18 21 15,3% 
TOTAL  31 127 136 100% 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el Informe Estadístico (INPEC, febrero de 2016) 
 
La Regional Central con sede en Bogotá, alberga el mayor número de 
Establecimiento de reclusión del orden nacional (ERON), representados con el 29,9%. 
Le siguen en su orden, la Regional Occidente con sede en Cali con el 17,5%; la Regional 
Noroeste con sede en Medellín y la Regional del Viejo Caldas con sede en Pereira, con 
el 15,3%, respectivamente y en menor proporción se encuentran las Regionales Norte 
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con sede en Barranquilla y la Regional Oriente con sede en Bucaramanga, con el 11,7% 
y 10,2%, respectivamente.  
 
Tabla 4. Capacidad de los ERON por Regionales  
Regional Sede ERON Capacidad  Participación  
Total 
Población 
Central  Bogotá 41 29.246 37,5% 38.824 
Occidente  Cali  24 14.489 18,6% 25.252 
Norte  Barranquilla 15 7.665 9.8% 14.558 
Oriente Bucaramanga 14 7.501 9,6% 12.164 
Noroeste Medellín 21 8.485 10.9% 16.637 
Viejo Caldas Pereira 21 10.567 13,6% 13.921 
TOTAL  136 77.953 100% 121.356 
Fuente: Elaboración propia con base en el Informe Estadístico (INPEC, febrero de 2016) 
 
Como se observa en la tabla 4, se advierte que los 136 ERON del país tenían una 
capacidad para albergar a 77.953 internos distribuidos en las 6 regionales con su 
respectiva participación de cupos de la siguiente manera. La Regional Central cuenta 
con capacidad para alojar a 29.246 internos, representado con el (37,5%). Le siguen en 
su orden, la Regional Occidente con capacidad para albergar a 14.489 con el (18,6%); la 
Regional del Viejo Caldas con capacidad para acoger a 10.567, con el (13,6%); la 
Regional Noroeste con capacidad para acoger a 8.485 con el (10,9%); la Regional Norte 
con capacidad para acoger a 7.665 con el (9,8%) y la Regional Oriente con capacidad 
para acoger a 7.501 con el (9,6%).  
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Gráfico 1. Mapa Georreferenciación por Regionales  
 
Fuente: Informe Estadístico (INPEC, febrero de 2016, p. 18) 
 
Como lo indica el gráfico 1, según el mapa de georreferenciación por regionales 
y la tabla 4, aunque los 136 ERON del país cuentan con una capacidad para albergar 
77.953 personas privadas de la libertad, se encuentran registrados 121.356 internos, 
evidenciándose una sobrepoblación de 43.403, equivalente a un índice de hacinamiento 
del 55.7%, tal como se esboza en la tabla 5. 
 
Tabla 5. Índice de hacinamiento por Regionales  
Regional ERON Capacidad  Nº Internos Sobrepoblación Total 
Central  41 29.246 38.824 9.578 32,7% 
Occidente  24 14.489 25.252 10.763 74,3% 
Norte  15 7.665 14.558 6.893 89,9% 
Oriente 14 7.501 12.164 4.663 62,2% 
Noroeste 21 8.485 16.637 8.152 96,1% 
Viejo Caldas 21 10.567 13.921 3.354 31,7% 
TOTAL 136 77.953 121.356 43.403 55,7% 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el Informe Estadístico - INPEC Febrero de 
2016. 
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Las siguientes son las conclusiones derivadas de la tabla 5, correspondientes a los 
Índices de hacinamiento por Regionales (INPEC, febrero de 2016):  
  
 La Regional Central con sede en Bogotá, cuenta con 41 ERON. Aunque tiene 
capacidad para alojar a 29.246 internos, se encuentran registrados 38.824 reclusos, 
equivalente a un índice de hacinamiento del 32,7%.  
 La Regional Occidente con sede en Cali, cuenta con 24 ERON. Aunque tiene 
capacidad para alojar a 14.489 internos, se encuentran registradas 25.344 reclusos, 
equivalente a un índice de hacinamiento del 74,9%.  
 La Regional Norte con sede en Barranquilla, cuenta con 16 ERON. Aunque tiene 
capacidad para acoger a 7.756, se encuentran registradas 15.016 reclusos, 
equivalente a un índice de hacinamiento del 93,6%.  
 La Regional Oriente con sede en Bucaramanga, cuenta con 14 ERON. Aunque tiene 
capacidad para acoger a 7.501 internos, se encuentran registradas 12.789 reclusos, 
equivalente a un índice de hacinamiento del 74,9%.  
 La Regional Noroeste con sede en Medellín, cuenta con 21 ERON. Aunque tiene 
capacidad para acoger a 8.485, se encuentran registradas 16.266 reclusos, 
equivalente a un índice de hacinamiento del 91,7%.  
 La Regional del Viejo Caldas con sede en Pereira, cuenta con 21 ERON. Aunque 
tiene capacidad para alojar a 10.567 internos, se encuentran registradas 10.567 
reclusos, equivalente a un índice de hacinamiento del 33,6%.  
 Se concluye que el mayor índice de hacinamiento se encuentra en la Regional 
Norte con el 93,6%, seguido en su orden de las Regionales Noroeste y Occidente, 
con el 91,7% y 74,9%, respectivamente.  
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Tabla 6. Índice de hacinamiento por Regionales (Octubre de 2016) 
 
Los más recientes datos publicados por el INPEC indican, como se desprende 
de la tabla 6, que respecto a una capacidad de reclusión de 78.055 sindicados y 
condenados, e, el mes de octubre del presente año se encuentran recluídos 120.721. 
Como resultado, el indicador de hacinamiento alcanza su más alto nivel histórico 
llegando a un 54,7%. El mayor nivel se observa en la regional norte con un 84,5%, 
mientras que en la regional Viejo Caldas se produce el menor de los indicadores de 
hacinamiento con un total de 32,2%. 
 
Infraestructura de atención sanitaria y saneamiento básico 
 
La situación actual de los ERON, a comienzo de 2016, permite inferir que los 
altos índices de hacinamiento en los centros carcelarios y penitenciarios del país, 
provoca problemas importantes en la prestación de los servicios; especialmente en los 
referentes a la salud; por cuanto los centros de reclusión nacional no cuentan ni con la 
estructura física, ni con la dotación necesaria para prestar los servicios de salud en 
óptimas condiciones; favoreciendo los problemas de insalubridad tanto en las celdas 
como en las instalaciones sanitarias, convirtiéndose en los medios propicios para la 
propagación de epidemias y enfermedades. 
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Gráfico 2. Establecimientos penitenciarios y carcelarios con área de sanidad y 
participación % total por regional (2014) 
 
Fuente: Elaboración del DNP (2015) con datos suministrados por el INPEC (2014). En: 
CONPES 3828, 2015, p. 26. 
 
Como se puede evidenciar en el gráfico 2, la destinación de áreas de sanidad, a 
excepción de las regionales norte y occidente, resulta bastante deficiente de acuerdo 
con sus necesidades. Según la Dirección de atención y tratamiento del INPEC: 
 
De 137 ERON, 81 reportan insuficiencia de insumos médico 
quirúrgicos para la prestación del servicio intramural; 73 reportan 
que el suministro de medicamentos es inadecuado; y 23 reportan que 
no cuentan con una red prestadora de servicios de salud extramural. 
Según la Defensoría del Pueblo (2010), el 32% de los directores de 
ERON encuestados refirieron que a los internos no se les 
proporcionaban los medicamentos recetados oportunamente, mientras 
que el 69% reportó que no había oportunidad en la asignación de 
citas con especialistas. Por su parte, el Ministerio de Salud ha 
señalado que actualmente existen problemas importantes en la 
garantía del derecho a la salud de las personas privadas de la 
libertad, como la ineficiente respuesta a las necesidades de salud de 
la población y el precario acceso al servicio de salud, en especial de 
los medicamentos. (CONPES 3828, 2015, p. 25-26) 
 
En correspondencia con lo anterior, en los centros reclusión nacional, se 
evidencian problemas importantes que afectan la integridad física y mental de las 
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personas privadas de la libertad, entre las que se destacan:  
 
 Prevalencia de enfermedades infectocontagiosas por factores 
evitables con medidas tales como garantizar condiciones 
mínimas en la provisión de alimentos y calidad del agua y el 
entorno.  
 Dificultades manifestadas por el asegurador, relacionadas con 
el modelo existente, tales como deficiencia en los sistemas de 
información para obtener la plena identificación de las 
personas privadas de la libertad y la existencia de 
determinantes de la salud asociados a condiciones higiénico 
sanitarias.  
 Las personas privadas de la libertad con enfermedades 
mentales agravan su patología por las condiciones de reclusión.  
 Desarticulación institucional para garantizar la gestión integral 
de los riesgos en salud.  
 Desuso del sistema de información de registro de atención e historias 
clínicas. CONPES 3828, 2015, p. 26) 
 
Así las cosas, se deduce que los centros penitenciarios y carcelarios del país, no 
cuentan con la infraestructura adecuada para prestar un servicio de salud eficiente, 
afectando particularmente, los derechos fundamentales a la salud y a la vida de las 
personas privadas de la libertad. 
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III. FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES DE LA RESPONSABILIDAD 
ESTATAL RESPECTO AL DERECHO A LA SALUD EN PERSONAS 
PRIVADAS DE LA LIBERTAD 
 
Jurisprudencia de la Corte Constitucional 
 
En el presente aparte se realiza un análisis de aquella jurisprudencia de la Corte 
Constitucional que tiene relación directa con los derechos humanos al interior de las 
cárceles del país, tales como: el derecho a la dignidad, al trabajo, a la educación y en 
especial al derecho de la salud de las personas privadas de la libertad en los centros 
penitenciarios y carcelarios del país en virtud de las relaciones de especial sujeción entre 
los internos y el Estado. 
 
La línea cronológica de los fallos determinantes es la siguiente: 
 
Sentencia T-606 de 1998 
Sentencia Fundadora 
Magistrado Ponente José Gregorio Ordóñez Galindo 
El Estado asume, con cargo al Tesoro Público, la responsabilidad integral por el 
cuidado, prevención, conservación y recuperación de la salud de los internos, 
independientemente de que éstos se encuentren privados de la libertad a título 
preventivo o de pena. La Corte establece aquí la situación de equidad que amerita el 
trato al recluso respecto a los demás ciudadanos en libertad y frente al derecho no 
limitado a la salud, no limitado por su condición penal. 
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Sentencia T-607 de 1998 
Sentencia Hito 
Magistrado Ponente José Gregorio Ordóñez Galindo 
La corte agrega dentro del derecho a la atención en salud del recluso el 
suministro de medicamentos para controlar el dolor. 
 
Sentencia T-530 de 1999 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Vladimiro Naranjo Mesa 
El Estado asume, con cargo al Tesoro Público, la responsabilidad integral por el 
cuidado, prevención, conservación y recuperación de la salud de los internos, 
independientemente de que éstos se encuentren privados de la libertad a título 
preventivo o de pena. La Corte aclaró que no hay diferencia en el acceso a este derecho 
entre sindicado y condenado. 
 
Sentencia T-256 de 2000 
Sentencia Hito 
Magistrado Ponente José Gregorio Ordóñez Galindo 
La jurisprudencia de la Corte precisa que para que la obligación del Estado de 
velar por la salud del recluso se haga exigible, no es necesario que el interno esté 
afectado de tal manera que la situación involucre una amenaza de violación del derecho 
a la vida o de otro derecho fundamental. Es decir, la mencionada obligación del Estado 
no se refiere únicamente a aquellas situaciones de urgencia, o de peligro para la vida de 
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quien se encuentra internado en un centro de reclusión, sino que comprende también la 
atención de la salud en dolencias de otra índole y en medicina preventiva. La gravedad 
o la inminencia de la muerte no son los requisitos condicionales para el derecho 
atención en la salud. Los demás casos de menor gravedad obligan al Estado a la 
atención requerida por parte del privado de libertad. 
 
Sentencia T-257 de 2000 
Sentencia Hito 
Magistrado Ponente José Gregorio Ordóñez Galindo 
El recluso, aunque tiene limitados o restringidos algunos de sus derechos 
básicos, como lo es la libertad personal conserva los demás, garantizados en la 
Constitución y en los tratados internacionales, lo que implica a la vez la posibilidad de 
reclamar ante los jueces, por la vía de la tutela, que les sean respetados. Estos derechos 
suponen un trato acorde con la naturaleza humana, y que, en el establecimiento 
carcelario, se brinden condiciones mínimas de higiene, salubridad y comodidad, de 
modo que el detenido, aun habiendo perdido el beneficio de la libertad, pueda cumplir 
la pena y, en su caso, la detención preventiva, sin detrimento de su dignidad e 
integridad. Es decir, las condiciones del reclusorio no deben atentar contra el derecho a 
la salud por parte de los reclusos. 
 
Sentencia T-1291 de 2000 
Sentencia Hito 
Magistrado Ponente José Gregorio Ordóñez Galindo 
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La Corte estableció la obligación de atención para evitar deterioro y menoscabo 
de salud, lo cual supone todo tipo de atención preventiva y obligatoria por parte del 
Estado. 
 
Sentencia T-233 de 2001 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Eduardo Montealegre Lynett 
El derecho a la salud del interno supone protección aunque no se encuentre en 
circunstancia extrema. El establecimiento carcelario no puede, ante inexistencia de 
contrato de prestación de servicios con hospitales eximirse de cuidar la salud del 
interno. 
 
Sentencia T-1168 de 2003 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Clara Inés Vargas Hernández 
El Estado tiene la obligación de garantizar la salud y la vida digna de todos sus 
habitantes, más aún cuando estos se encuentran privados de la libertad. Las personas 
privadas de la libertad en ejercicio de su derecho deben contar con la posibilidad de 
acceder a los servicios médicos que llegaren a necesitar en tanto dependen única y 
exclusivamente de los servicios que el sistema carcelario les ofrece.  
Las personas privadas de la libertad en ejercicio de su derecho deben contar con 
la posibilidad de acceder a los servicios médicos que llegaren a necesitar en tanto 
dependen única y exclusivamente de los servicios que el sistema carcelario les ofrece 
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dada su situación de indefensión y ello supone situación de sujeción que responsabiliza 
al Estado como instancia a la cual el recluso se encuentra sujeto en condición de pena. 
 
Sentencia T-963 de 2006 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Clara Inés Vargas Hernández 
El derecho a la salud del interno incluye atención médica, quirúrgica, 
hospitalaria y terapéutica, lo cual indica que no solamente la atención diagnóstica 
resulta suficiente para la protección del derecho a la salud. 
 
Sentencia T-694 de 2007 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Manuel José Cepeda Espinosa 
El derecho a la salud e integridad personal del interno supone que hay 
vulneración por omisión del centro carcelario en realizar cirugía que requiere el interno. 
La atención quirúrgica se contiene dentro de los derechos obligatorios al recluso y es 
parte fundamental de los deberes del Estado para con esta persona en indefensión. 
 
Sentencia T-190 de 2010 
Modificatoria 
Magistrado Ponente Jorge Iván Palacio Palacio 
El derecho a la salud del interno, como obligación del Estado de garantizar 
prestación por intermedio del sistema carcelario en condiciones dignas, supone también 
la atención sin dilaciones en el servicio integral. 
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Sentencia T-804 de 2010 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Juan Carlos Henao Pérez 
El derecho a la salud del interno implica no vulneración cuando el recluso se 
encuentra afiliado al SGSSS, por lo tanto desaparece la obligación del INPEC de 
afiliarlo. Es la EPS correspondiente responsable de los pormenores sucedidos en la 
atención al demandante. 
 
Sentencia T-825 de 2010 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Luis Ernesto Vargas Silva 
El sistema de seguridad social de la población carcelaria concreta el derecho a la 
salud, en cuanto se debe efectivizar por medio de la inclusión de población reclusa en el 
SGSS bajo el régimen subsidiado. El Estado debe constatar tal formalidad de manera 
preventiva. 
 
Sentencia T-423 de 2011 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Juan Carlos Henao Pérez 
La presunción de veracidad implica que el INPEC debe aportar prueba, siquiera 
sumaria, tendiente a probar que al interno le han realizado la cirugía necesaria en caso 
específico. 
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Sentencia T-377 de 2012 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente María Victoria Calle Correa 
El derecho a la salud implica que la persona privada de libertad debe tener 
acceso a servicios que se requieren con necesidad, estén o no incluidos en el Plan 
Obligatorio de Salud, POS. 
 
Sentencia T-792A de 2012 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Alexei Julio Estrada 
La persona portadora de vih/sida y en condición de reclusión es sujeto de 
especial protección constitucional. Los derechos del interno enfermo de sida-caso en 
que no existe vulneración de derechos fundamentales ni discriminación cuando cuenta 
con tratamiento médico específico, puede exigir el derecho a la reserva de identidad. 
 
Sentencia T-244 de 2015 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Jorge Iván Palacio Palacio 
El derecho a la salud de persona privada de la libertad debe ser garantizado por 
parte del estado tanto para las personas recluidas en establecimientos carcelarios y 
penitenciarios, como también a las que se encuentran sujetas a prisión domiciliaria o a 
un sistema de vigilancia. 
 
Sentencia T-846 de 2013 
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Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
El sistema de seguridad social de la población carcelaria es condición ya que el 
derecho a la salud se debe efectivizar por medio de la inclusión de población reclusa en 
el dicho SGSS bajo el régimen subsidiado. 
 
Sentencia T-849 de 2013 
Sentencia Modificatoria 
Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
El derecho a la salud del interno es obligación del Estado debiendo ser 
garantizada su prestación por intermedio del sistema carcelario y en condiciones dignas 
y sin dilaciones en el servicio integral. 
 
Jurisprudencia del Consejo de Estado 
 
En el presente aparte se realiza el análisis de la línea jurisprudencial seguida por 
el Consejo de Estado en el tema de imputar y/o eximir al estado frente a su eventual 
responsabilidad administrativa y patrimonial por los daños ocasionados a las personas 
privadas de la libertad por la prestación del servicio de salud en los centros 
penitenciarios y carcelarios en Colombia. 
 
Mediante este referente se establece cuál es el uso argumentativo de la 
jurisprudencia evidenciado en los fallos. A este respecto, Diego López (2006) en su 
libro “El derecho de los jueces”, estudia los criterios elaborados por los jueces al 
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fallar los asuntos puestos a su consideración. Para ello hace un recorrido de por las 
diversas normas relativas a la obligatoriedad de precedentes judiciales en Colombia, 
enalteciendo al legislador como primera y única fuente jurídica y la que el autor califica 
como “nueva”, que admite el papel más activo y protagónico de los jueces. 
 
Respecto al análisis dinámico de precedentes; es decir, al estudio de los criterios 
judiciales relativos a un tema concreto y sostenido en un determinado período, 
sugiriendo una metodología basada en el examen de lo que denomina “Línea 
jurisprudencial”. 
 
Dicha metodología, que ha sido utilizada en el análisis de este documento, se 
basa en el estudio cronológico de criterios jurisprudenciales, donde se evidencia el 
pensamiento judicial entre opiniones contrarias y se exponen las posturas conservadoras 
e innovadoras más radicales del Consejo de Estado (p. 62). 
 
Dichos fundamentos, identificados a partir de la Jurisprudencia del Consejo de 
Estado (Sección Tercera) y sintetizados a través de una ficha/tabla, buscan presentar de 
manera comprensible, los supuestos centrales en que se demanda la responsabilidad del 
Estado por los daños sufridos por personas privadas de la libertad, por la prestación de 
los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en Colombia, 
explicitando la referencia, el régimen de responsabilidad, los elementos de la 
responsabilidad, los títulos jurídicos de imputación y las medidas de reparación, como 
herramienta de apoyo para el análisis y diseño de la estrategia de defensa en los procesos 
judiciales en torno al tema objeto de estudio. Estas son: 
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2011 junio 30. Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera Subsección B. Consejero ponente Dr. Danilo Rojas 
Betancourth. Radicación Nº: 19001-23-31-000-1997-04001-01(19836) 
 
La lesiones de una persona en su condición de interno de centro carcelario, a 
manos de otro de los internos. Se condenó al Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, INPEC, como consecuencia a pagar indemnización a título de perjuicio 
moral. A título de pago por lucro cesante al lesionado por una discapacidad de trabajo al 
futuro de 17.65%.  
 
2011 Agosto 25. Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera Subsección A. Consejero ponente Dr. Mauricio Fajardo 
Gómez. Radicación Nº: 25000-23-26-000-1997-03994-01(19718) 
 
Se declaró administrativamente responsable al Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario, INPEC, por la pérdida de oportunidad de la recuperación de la salud del 
recluso.  
 
Se condenó al INPEC, a pagar a las demandantes, a título de pérdida de la 
oportunidad de la recuperación de la salud de su hijo, padre y compañero permanente, 
respectivamente.  
 
Se condenó al INPEC, a pagar por concepto de la pérdida de la oportunidad de 
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la recuperación de la salud del hermano de recluso. Igualmente a sus familiares, a título 
de perjuicios morales. 
 
2012 Febrero 25 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera Subsección A. Consejero ponente Dr. Hernán Andrade 
Rincón. Radicación Nº: 250002326000201100052 01 (45485) 
 
La Sala consideró que al no encontrar prueba del nexo causal entre el aneurisma 
sufrido por la reclusa y la atención en salud prestada a ella por el INPEC, demostrando 
que la muerte por hipertensión endocraneana de la reclusa, no constituye falla en el 
servicio del ente oficial demandado, y por lo tanto no es un acto del que se derive 
responsabilidad estatal y no se infiere la responsabilidad del INPEC en los hechos, el 
cual actuó a la medida de sus posibilidades. No se encontró razón de fallo en contra del 
INPEC. 
 
2012 Marzo 26 Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera Subsección A. Consejero ponente Dr. Mauricio Fajardo 
Gómez. Radicación Nº: 190012331000200401679 -02 (41766) 
 
La sentencia accede a las pretensiones de la demanda, conforme a las pruebas 
allegadas. Teniendo en cuenta que la actuación del personal de la Penitenciaría Nacional 
San Isidro (Popayán), deja abierta la posibilidad de declarar la responsabilidad 
administrativa del INPEC, y ante la evidente falla en el servicio, debe recordarse el 
deber de incoar acción de repetición en contra de las personas presuntamente 
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responsables en la Penitenciaría Nacional San Isidro (Popayán) de la integridad del 
recluso, es decir personal Directivo y Guardianes, de conformidad con el Art. 90 de la 
Constitución Política y en concordancia con la Ley 678 de 2001. El fallo reitera la 
existencia de acción de repetición en contra de funcionarios públicos dependientes del 
INPEC, al haberse evidenciado la falla en el servicio por responsabilidad directa de los 
mismos. A título del daño antijurídico correspondiente se repite en contra de los 
funcionarios identificados. 
 
2014 agosto 28. Sentencia Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Tercera, sentencia de unificación jurisprudencial. Consejero 
ponente Dr. Danilo Rojas Betancourth. Expediente Nº. 28832 
 
Se declaró administrativa y patrimonialmente responsable al Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario-INPEC a título del desmejoramiento y deterioro de salud del 
señor xxx interno, durante el tiempo en que permaneció privado de su libertad bajo su 
custodia. Se condenó al INPEC a pagar al interno, a título de perjuicios morales. Se 
condenó al INPEC a pagar al interno, a título de perjuicio material en la modalidad de 
daño emergente. 
 
2016 junio 2. Sentencia Consejo de Estado NR: 2081282 70001-23-33-000-
2016-00057-01 Sección quinta ponente: Alberto Yepes Barreiro 
 
El fallo reitera que debe garantizarse a toda la población sin distinción alguna, el 
derecho a la salud de recluso y por parte de la autoridad carcelaria. Se adiciona la 
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sentencia impugnada ordenando brindar los servicios médicos requeridos por los 
internos del Establecimiento Penitenciario y Carcelario con base en la Constitución 
Política de 1991, en su artículo 49, que señala que la atención de la salud y el 
saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado y que, se garantiza a 
todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de 
aquélla, conforme a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad.  
 
La Sala adiciona la sentencia impugnada e imparte la orden a las demandadas de 
realizar (i) el “triage” o priorización de patologías que se presentan en el penal (ii) las 
gestiones necesarias para que los internos e internas referidos y que presenten 
actualmente algún tipo de patología o necesiten de los servicios de salud en el 
Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad, de conformidad con 
el “triage” o priorización antes mencionado reciban la atención en salud requerida, así 
como también el respectivo tratamiento integral. Reitera el fallo de la Corporación que 
la salud es considerada un servicio público y un derecho fundamental a la vez. 
 
El fallo remite 1) a la sentencia de 16 de mayo de 2007, exp. 25000-23-25-000-
2003-01252-02(AP), M.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, 2) la sentencia de 9 de 
febrero de 2012, exp. 54001-23-31-000-2011-00541-01(AC), M.P. María Claudia Rojas 
Lasso; sobre las obligaciones de asistencia debida a los presos, 3) a las sentencias T-596 
de 1992 y T-127 de 2016 de la Corte Constitucional. 
 
Una vez realizado el análisis correspondiente se puede establecer que existe una 
relación especial de sujeción entre en recluso y el Estado, representado en este 
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caso por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, en cuanto 
hace referencia a la custodia y vigilancia del mismo, lo que conlleva a que en caso de 
que dicha sujeción sea vulnerada el estado tenga la obligación de reparar al recluso y a 
sus familiares.  
 
Se puede observar que los asuntos de hacinamiento e indebida prestación del 
servicio de salud, la tesis predominante actualmente es el régimen de imputación de 
falla en el servicio, por cuanto los miembros del INPEC, se exceden en sus funciones o las 
desconocen. 
 
De otra parte, en el evento de lesiones y muerte en el centro de reclusión o 
penitenciario el título de imputación que se aplica es el daño especial, “en virtud del 
deber de protección especial a cargo del Estado respecto de quienes están privados de la 
libertad por las especiales condiciones de sujeción a las que están sometidos” (Consejo 
De Estado. Consejera Ponente Olga Melida Valle de La Hoz; 2012).  
 
Sin embargo, en el caso de estudio, al no encontrar prueba del nexo causal entre 
el aneurisma sufrido por la reclusa y la atención en salud prestada a ella por el INPEC, 
no constituye falla en el servicio del ente oficial demandado, y por lo tanto no es un acto 
del que se derive responsabilidad estatal y no se infiere la responsabilidad del INPEC en 
los hechos, el cual actuó a la medida de sus posibilidades. Se concluye que será el juez 
el que determine que título de imputación es aplicable para cada caso en concreto. 
 
Actualmente no existe una unificación jurisprudencial respecto al tema de los 
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daños ocasionados a los reclusos en los centros penitenciarios y carcelarios en 
Colombia. Por tanto, el Consejo de Estado debe lograr una unificación jurisprudencial en 
lo referido a la responsabilidad del estado frente a los daños a los reclusos, ya que 
ayudaría a que existiera una mayor claridad frente a los jueces de primera instancia al 
momento de decidir. 
 
En términos generales, las sentencias enunciadas anteriormente dan cuenta que 
las violaciones más graves que se evidencian en los centros penitenciarios y carcelarios 
del país se sintetizan en las transgresiones contra la dignidad humana, incluyendo el 
derecho a la vida y a la integridad física; el derecho a la familia; el derechos al trabajo y 
a la educación y el derecho a la salud; entre otros.  
 
Las problemáticas anteriores se presentan como respuesta al hacinamiento, el 
evidente deterioro de los centros penitenciarios, la disfuncionalidad de los sistemas 
judiciales y legales; entre otros aspectos; motivo por el cual, la Corte Constitucional, 
exhorta al Estado colombiano a cumplir de manera inmediata, las sentencias antes 
mencionadas, mediante las cuales ordena garantizar normas y niveles adecuados para la 
prestación de servicios hospitalarios oportunos y eficientes, como también la 
implementación de un sistema de seguridad social en salud para todas las personas 
privadas de libertad en Colombia, a fin de cumplir con las obligaciones estatales que 
circunscriben la protección de los derechos humanos de las personas privadas de la 
libertad. (ACNUDH, 2001, p. 23). 
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PROPUESTA DEL MAGISTER 
 
Como propuesta, a partir de los resultados del análisis realizado en el presente 
documento, se deduce que al interior de los Centros Penitenciarios deben mantenerse 
bajo control las siguientes variables de atención en el aseguramiento al Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, SGSSS, de la población reclusa por parte del Instituto 
Penitenciario y Carcelario INPEC para prestación de los servicios POS-S de baja 
complejidad. Cada centro de reclusión debe mantener vigente un convenio con 
contratista que sea Institución Prestadora de Servicios de Salud. 
 
Estos convenios deben suscribirse con base en la atención prioritaria de los 
elementos que han sido objeto de fallo por parte del Consejo de Estado. 
 
Como se expresa más adelante, en el aparte de conclusiones del presente trabajo, 
por ejemplo, el precedente jurisprudencial que concedió al demandante el derecho a ser 
indemnizado “a título de desmejoramiento y deterioro de la salud del interno cuando este 
hecho se compruebe y sea responsabilidad del INPEC”, que se encuentra relacionado 
con una falla evidente en el servicio, entre las cuales pueden producirse demoras en la 
atención a solicitudes, inexistencia de suministro oportuno de medicamentos o, en 
cuanto el personal de salud, disponible a nivel intramural, no haya sido el requerido para 
el efecto de la atención de la novedad en el caso del demandante. En el ejemplo se 
desatienden, un título jurídico fallado a favor por el Consejo de Estado y tres variables 
de atención (demoras, suministro de medicamentos y personal intramural) que deben 
haber sido reportadas por parte de la interventoría del convenio existente en el centro de 
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reclusión correspondiente y haber sido reportados en términos de porcentaje de falla en 
el servicio, como se prevé en la propuesta a continuación. 
 
Las variables que atiendan a revisión periódica de la situación de atención en 
salud de las personas privadas de la libertad, deben ser las siguientes: 
 






2. Actividades de Promoción y Prevención de la salud 
 
REALIZACIÓN Y CUMPLIMIENTO % no definible 
 








5. Expedición de autorizaciones 
 
EFICIENCIA %  
 
6. Red extramural 
 
SUFICIENCIA % 
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7. Respuesta a solicitudes 
 
OPORTUNIDAD %  
 








10. Reclamaciones de pacientes 
 
INDICADOR PORCENTUAL  
 
11. Manejo de residuos hospitalarios 
 
BIOSEGURIDAD %  
 
Este tipo de convenios de atención en salud a nivel intramural y extramural 
deben hacer parte de una Política Pública de la cual debe ser responsable cada uno de los 
centros de reclusión, como también el conjunto de penitenciarías por cada regional del 
país. 
Esta política pública debe ser vigilada y controlada en su cumplimiento por parte 
de cada regional y, a su vez, de cada centro de reclusión, por delegados tanto del 
Ministerio de Justicia y del Derecho en acuerdo con el Ministerio de salud y Protección 
Social. 
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CONCLUSIONES 
 
La presente investigación esboza en su primer capítulo los fundamentos 
dogmáticos y conceptuales que fundamentan la Responsabilidad administrativa y 
patrimonial del Estado por los daños ocasionados a las personas privadas de la libertad 
por la prestación de los servicios de salud en los Centros Penitenciarios y Carcelarios en 
Colombia. Si bien es cierto que de acuerdo con las disposiciones establecidas en el 
inciso primero del artículo 90 de la Constitución Política, para que proceda la 
declaratoria de responsabilidad estatal es preciso es preciso se presente una falla en el 
servicio, por omisión, ineficiencia o ausencia del servicio. Se advierte además, que en 
algunos casos, aunque se vincule causalmente la falla de la administración y el daño, 
ésta situación no es suficiente para que surja el derecho a la indemnización, por cuanto 
que es indispensable dicho daño sea imputable a la Administración. 
 
Los presupuestos de la responsabilidad extracontractual del Estado, dependen del 
análisis de la Jurisdicción de lo contencioso administrativo para determinar el régimen 
aplicable en cada caso en particular. En este sentido, para declarar la responsabilidad del 
Estado se estudian diferentes presupuestos, estableciéndose para el caso del régimen 
subjetivo también denominado responsabilidad con falla o falta, un hecho dañoso 
caracterizado por la acción o la omisión de las autoridades públicas y para el caso del 
régimen objetivo, la deficiencia en la prestación del servicio en virtud de la actuación 
administrativa. 
 
Daños ocasionados a las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión nacional 89 
La jurisprudencia de lo contencioso administrativo ha sostenido que el título de 
imputación aplicable a los perjuicios que se lleguen a causar a las personas privadas de 
la libertad es de naturaleza objetiva; es preciso resaltar que en algunos casos, el título de 
imputación aplicable a los daños sufridos por los reclusos, derivados de la prestación del 
servicio de salud por parte del establecimiento carcelario será de naturaleza subjetiva 
sustentado en la falla del servicio, sustentado en la aplicación de los servicios prestados 
a las personas privadas de la libertad como sujetos que se encuentran en situación 
particular, en las mismas condiciones de calidad, oportunidad, eficacia y eficiencia de 
las que no lo están, en virtud de las relaciones de especial sujeción con el Estado.  
 
En virtud de las Relaciones de Especial Sujeción, al Estado le corresponde 
proteger los derechos de las personas privadas de la libertad, cuya garantía o satisfacción 
no pueden procurarse por sí mismas. Por lo tanto, es deber del Estado garantizarles los 
derechos fundamentales, entre las que sobresalen: el derecho a la vida, a la integridad 
personal, a la dignidad y a la salud; proporcionándoles las condiciones mínimas en la 
salud, alimentación, vestido, celdas adecuadas, prestación de los servicios sanitarios y 
demás que requieran para beneficiarse de una vida digna en el interior de centros de 
reclusión nacional.  
 
En el capítulo II, se presenta el régimen normativo vigente en Colombia, 
nacional e internacional, desde el punto de vista de la Responsabilidad del Estado frente 
a la protección de la salud, como derecho fundamental de las personas privadas de la 
libertad. Se agrega una descripción del sistema institucional penitenciario y carcelario 
como base institucional de aseguramiento del derecho a la salud para las personas en 
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estado de sujeción y perdida de la libertad a cargo del INPEC. Al final del aparte se 
detalla la situación actual de la entidad en términos de su infraestructura reclusoria y de 
prestación de servicios de salud.  Se describen los principales conceptos relativos al 
sistema penitenciario y carcelario colombiano, tales como: evolución, principios, 
estructura, régimen y tratamiento y en segunda instancia, se realiza un esbozo sobre la 
situación actual de los establecimientos de reclusión del Orden Nacional (ERON) a junio 
de 2015, en términos de infraestructura, capacidad por regionales, comportamiento 
mensual, índice de hacinamiento y caracterización demográfica, entre otros aspectos. 
Del presente capítulo se extraen las siguientes conclusiones.  
 
Respecto al índice de hacinamiento a comienzo del año 2016 se concluye que el 
mayor índice de hacinamiento en el país se encuentra en la Regional Norte con el 93,6%, 
seguido en su orden de las Regionales Noroeste y Occidente, con el 91,7% y 74,9%, 
respectivamente. Esta descripción permite inferir que los altos índices de hacinamiento 
en los centros carcelarios y penitenciarios del país, provoca problemas importantes en la 
prestación de los servicios; especialmente en los referentes a la salud; por cuanto los 
centros de reclusión nacional no cuentan ni con la estructura física, ni con la dotación 
necesaria para prestar los servicios de salud en óptimas condiciones; favoreciendo los 
problemas de insalubridad tanto en las celdas como en las instalaciones sanitarias, 
convirtiéndose en los medios propicios para la propagación de epidemias y 
enfermedades. 
 
El capítulo III presenta la línea jurisprudencial de los tribunales constitucional y 
contencioso administrativo. La Sala Plena de la Sección Tercera unifica su 
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jurisprudencia en relación con la indemnización del daño a la salud por lesiones 
temporales. Sentencia de unificación N° 28832 de 28-08-2014. Consejo de Estado. Para 
su tasación debe establecerse una correspondencia con el monto máximo que se 
otorgaría en caso de lesiones similares a aquellos objetos de reparación, pero de carácter 
permanente 
 
Ante una evidente falla en el servicio, debe recordarse el deber de incoar acción 
de repetición en contra de las personas presuntamente responsables en los centros 
penitenciarios y carcelarios del país, de conformidad con el Art. 90 de la Constitución 
Política y en concordancia con la Ley 678 de 2001. 
 
La Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado considera que la 
pérdida de oportunidad se ubica en el campo del daño - sin desconocer que por 
elementales razones guarda estrecho vínculo con la relación de causalidad, -la causalidad 
existente entre el hecho imputable y el daño para estructurar la responsabilidad- y por lo 
mismo, resulta ser un perjuicio autónomo que, no obstante, es indemnizable, diferente al 
daño final padecido por el paciente. 
 
Finalmente, en contraste con la hipótesis planteada, el título jurídico en los que se 
demanda la Responsabilidad del Estado por los daños ocasionados a las personas 
privadas de la libertad por la prestación de los servicios de salud en los Centros 
Penitenciarios y Carcelarios en Colombia, depende del estudio de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo de cada caso en particular. Dentro de estos lineamientos, la 
jurisprudencia del Consejo de Estado ha fundamentado sus decisiones tanto en el 
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Régimen de responsabilidad objetivo apoyado en la relación especial de sujeción en la 
que se encuentran las personas privadas de la libertad; como también en el Régimen de 
responsabilidad subjetivo de la falla del servicio, caracterizado por la acción u omisión 
de las autoridades públicas responsables de su seguridad y custodia. El Consejo de 
Estado ha fallado acerca de la responsabilidad del Estado frente a la persona privada de 
libertad y en materia de salud, a título de perjuicio moral a sus familiares, a título de 
lucro cesante en el caso de reclusos que se encuentran trabajando en el momento de una 
discapacidad por lesión ocasionada dentro del penal y con responsabilidad objetiva sobre 
la administración de INPEC, a título de daño antijurídico correspondiente a esta misma 
administración, a título de desmejoramiento y deterioro de la salud del interno cuando 
este hecho se compruebe y sea responsabilidad del INPEC, a título de perjuicio material 
en modalidad de daño emergente en casos de reclusos que luego de cumplida su condena 
evidencian el daño demandado y, finalmente, a título de acción de repetición contra 
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APÉNDICES 
 
Apéndice A: Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos 
 
Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo 
Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 
(LXII) de 13 de mayo de 1977  
 
Observaciones preliminares  
1. El objeto de las reglas siguientes no es de describir en forma detallada un sistema 
penitenciario modelo, sino únicamente establecer, inspirándose en conceptos 
generalmente admitidos en nuestro tiempo y en los elementos esenciales de los sistemas 
contemporáneos más adecuados, los principios y las reglas de una buena organización 
penitenciaria y de la práctica relativa al tratamiento de los reclusos.  
2. Es evidente que debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, sociales, 
económicas y geográficas existentes en el mundo, no se pueden aplicar indistintamente 
todas las reglas en todas partes y en todo tiempo. Sin embargo, deberán servir para 
estimular el esfuerzo constante por vencer las dificultades prácticas que se oponen a su 
aplicación, en vista de que representan en su conjunto las condiciones mínimas 
admitidas por las Naciones Unidas.  
3. Además, los criterios que se aplican a las materias a que se refieren estas reglas 
evolucionan constantemente. No tienden a excluir la posibilidad de experiencias y 
prácticas, siempre que éstas se ajusten a los principios y propósitos que se desprenden 
del texto de las reglas. Con ese espíritu, la administración penitenciaria central podrá 
siempre autorizar cualquier excepción a las reglas.  
4. 1) La primera parte de las reglas trata de las concernientes a la administración general 
de los establecimientos penitenciarios y es aplicable a todas las categorías de reclusos, 
criminales o civiles, en prisión preventiva o condenados, incluso a los que sean objeto de 
una medida de seguridad o de una medida de reeducación ordenada por el juez. 2) La 
segunda parte contiene las reglas que no son aplicables más que a las categorías de 
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reclusos a que se refiere cada sección. Sin embargo, las reglas de la sección A, 
aplicables a los reclusos condenados serán igualmente aplicables a las categorías de 
reclusos a que se refieren las secciones B, C y D, siempre que no sean contradictorias 
con las reglas que las rigen y a condición de que sean provechosas para estos reclusos.  
5. 1) Estas reglas no están destinadas a determinar la organización de los 
establecimientos para delincuentes juveniles (establecimientos Borstal, instituciones de 
reeducación, etc.). No obstante, de un modo general, cabe considerar que la primera 
parte de las reglas mínimas es aplicable también a esos establecimientos. 2) La categoría 
de reclusos juveniles debe comprender, en todo caso, a los menores que dependen de las 
jurisdicciones de menores. Por lo general, no debería condenarse a los delincuentes 
juveniles a penas de prisión.  
 
Primera parte  
Reglas de aplicación general  
 
Principio fundamental  
6. 1) Las reglas que siguen deben ser aplicadas imparcialmente. No se debe hacer 
diferencias de trato fundadas en prejuicios, principalmente de raza, color, sexo, lengua, 
religión, opinión política o cualquier otra opinión, de origen nacional o social, fortuna, 
nacimiento u otra situación cualquiera. 2) Por el contrario, importa respetar las creencias 
religiosas y los preceptos morales del grupo al que pertenezca el recluso.  
 
Registro  
7. 1) En todo sitio donde haya personas detenidas, se deberá llevar al día un registro 
empastado y foliado que indique para cada detenido: a) Su identidad; b) Los motivos de 
su detención y la autoridad competente que lo dispuso; c) El día y la hora de su ingreso y 
de su salida. 2) Ninguna persona podrá ser admitida en un establecimiento sin una orden 
válida de detención, cuyos detalles deberán ser consignados previamente en el registro.  
 
Separación de categorías  
8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en diferentes 
establecimientos o en diferentes secciones dentro de los establecimientos, según su sexo 
y edad, sus antecedentes, los motivos de su detención y el trato que corresponda 
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aplicarles. Es decir que: a) Los hombres y las mujeres deberán ser recluidos, hasta donde 
fuere posible, en establecimientos diferentes; en un establecimiento en el que se reciban 
hombres y mujeres, el conjunto de locales destinado a las mujeres deberá estar 
completamente separado; b) Los detenidos en prisión preventiva deberán ser separados 
de los que están cumpliendo condena; c) Las personas presas por deudas y los demás 
condenados a alguna forma de prisión por razones civiles deberán ser separadas de los 
detenidos por infracción penal; d) Los detenidos jóvenes deberán ser separados de los 
adultos.  
 
Locales destinados a los reclusos  
9. 1) Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no deberán ser ocupados 
más que por un solo recluso. Si por razones especiales, tales como el exceso temporal de 
población carcelaria, resultara indispensable que la administración penitenciaria central 
hiciera excepciones a esta regla, se deberá evitar que se alojen dos reclusos en cada celda 
o cuarto individual. 2) Cuando se recurra a dormitorios, éstos deberán ser ocupados por 
reclusos cuidadosamente seleccionados y reconocidos como aptos para ser alojados en 
estas condiciones. Por la noche, estarán sometidos a una vigilancia regular, adaptada al 
tipo de establecimiento de que se trate.  
10. Los locales destinados a los reclusos y especialmente a aquellos que se destinan al 
alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán satisfacer las exigencias de la 
higiene, habida cuenta del clima, particularmente en lo que concierne al volumen de 
aire, superficie mínima, alumbrado, calefacción y ventilación.  
11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar: a) Las ventanas tendrán 
que ser suficientemente grandes para que el recluso pueda leer y trabajar con luz natural; 
y deberán estar dispuestas de manera que pueda entrar aire fresco, haya o no ventilación 
artificial; b) La luz artificial tendrá que ser suficiente para que el recluso pueda leer y 
trabajar sin perjuicio de su vista.  
12. Las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que el recluso pueda 
satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno, en forma aseada y decente.  
13. Las instalaciones de baño y de ducha deberán ser adecuadas para que cada recluso 
pueda y sea requerido a tomar un baño o ducha a una temperatura adaptada al clima y 
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con la frecuencia que requiera la higiene general según la estación y la geográfica, pero 
por lo menos una vez por semana en clima templado.  
14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos deberán ser mantenidos 
en debido estado y limpios.  
 
Higiene personal  
15. Se exigirá de los reclusos aseo personal y a tal efecto dispondrán de agua y de los 
artículos de aseo indispensables para su salud y limpieza.  
16. Se facilitará a los reclusos medios para el cuidado del cabello y de la barba, a fin de 
que se presenten de un modo correcto y conserven el respeto de sí mismos; los hombres 
deberán poder afeitarse con regularidad.  
 
Ropas y cama  
17. 1) Todo recluso a quien no se permita vestir sus propias prendas recibirá las 
apropiadas al clima y suficientes para mantenerle en buena salud. Dichas prendas no 
deberán ser en modo alguno degradantes ni humillantes. 2) Todas las prendas deberán 
estar limpias y mantenidas en buen estado. La ropa interior se cambiará y lavará con la 
frecuencia necesaria para mantener la higiene. 3) En circunstancias excepcionales, 
cuando el recluso se aleje del establecimiento para fines autorizados, se le permitirá que 
use sus propias prendas o vestidos que no llamen la atención.  
18. Cuando se autorice a los reclusos para que vistan sus propias prendas, se tomarán 
disposiciones en el momento de su ingreso en el establecimiento, para asegurarse de que 
están limpias y utilizables.  
19. Cada recluso dispondrá, en conformidad con los usos locales o nacionales, de una 
cama individual y de ropa de cama individual suficiente, mantenida convenientemente y 
mudada con regularidad a fin de asegurar su limpieza.  
 
Alimentación  
20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acostumbradas, una 
alimentación de buena calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea 
suficiente para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas. 2) Todo recluso deberá 
tener la posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite.  
 
Ejercicios físicos  
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21. 1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá disponer, si el tiempo 
lo permite, de una hora al día por lo menos de ejercicio físico adecuado al aire libre. 2) 
Los reclusos jóvenes y otros cuya edad y condición física lo permitan, recibirán durante 
el período reservado al ejercicio una educación física y recreativa. Para ello, se pondrá a 
su disposición el terreno, las instalaciones y el equipo necesario.  
 
Servicios médicos  
22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los servicios de un 
médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiátricos. Los servicios 
médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la administración general del 
servicio sanitario de la comunidad o de la nación. Deberán comprender un servicio 
psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el tratamiento de los casos de 
enfermedades mentales. 2) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera 
cuidados especiales, a establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales 
civiles. Cuando el establecimiento disponga de servicios internos de hospital, éstos 
estarán provistos del material, del instrumental y de los productos farmacéuticos 
necesario para proporcionar a los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento 
adecuados. Además, el personal deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) 
Todo recluso debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado.  
23. 1) En los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones especiales para el 
tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que acaban de dar a luz y de las 
convalecientes. Hasta donde sea posible, se tomarán medidas para que el parto se 
verifique en un hospital civil. Si el niño nace en el establecimiento, no deberá hacerse 
constar este hecho en su partida de nacimiento. 2) Cuando se permita a las madres 
reclusas conservar su niño, deberán tomarse disposiciones para organizar una guardería 
infantil, con personal calificado, donde estarán los niños cuando no se hallen atendidos 
por sus madres.  
24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posible después de su 
ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para determinar 
la existencia de una enfermedad física o mental, tomar en su caso las medidas 
necesarias; asegurar el aislamiento de los reclusos sospechosos de sufrir enfermedades 
infecciosas o contagiosas; señalar las deficiencias físicas y mentales que puedan 
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constituir un obstáculo para la readaptación, y determinar la capacidad física de cada 
recluso para el trabajo.  
25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los reclusos. Deberá 
visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, a todos los que se quejen de estar 
enfermos y a todos aquellos sobre los cuales se llame su atención. 2) El médico 
presentará un informe al director cada vez que estime que la salud física o mental de un 
recluso haya sido o pueda ser afectada por la prolongación, o por una modalidad 
cualquiera de la reclusión.  
26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director respecto a: a) La 
cantidad, calidad, preparación y distribución de los alimentos; b) La higiene y el aseo de 
los establecimientos y de los reclusos; c) Las condiciones sanitarias, la calefacción, el 
alumbrado y la ventilación del establecimiento; d) La calidad y el aseo de las ropas y de 
la cama de los reclusos; e) La observancia de las reglas relativas a la educación física y 
deportiva cuando ésta sea organizada por un personal no especializado. 2) El Director 
deberá tener en cuenta los informes y consejos del médico según se dispone en las reglas 
25 (2) y 26, y, en caso de conformidad, tomar inmediatamente las medidas necesarias 
para que se sigan dichas recomendaciones. Cuando no esté conforme o la materia no sea 
de su competencia, trasmitirá inmediatamente a la autoridad superior el informe médico 
y sus propias observaciones.  
 
Disciplina y sanciones  
27. El orden y la disciplina se mantendrán con firmeza, pero sin imponer más 
restricciones de las necesarias para mantener la seguridad y la buena organización de la 
vida en común.  
28. 1) Ningún recluso podrá desempeñar en los servicios del establecimiento un empleo 
que permita ejercitar una facultad disciplinaria. 2) Sin embargo, esta regla no será un 
obstáculo para el buen funcionamiento de los sistemas a base de autogobierno. Estos 
sistemas implican en efecto que se confíen, bajo fiscalización, a reclusos agrupados para 
su tratamiento, ciertas actividades o responsabilidades de orden social, educativo o 
deportivo.  
29. La ley o el reglamento dictado por autoridad administrativa competente determinará 
en cada caso: a) La conducta que constituye una infracción disciplinaria; b) El carácter y 
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la duración de las sanciones disciplinarias que se puedan aplicar; c) Cuál ha de ser la 
autoridad competente para pronunciar esas sanciones.  
30. 1) Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripciones de la ley o 
reglamento, sin que pueda serlo nunca dos veces por la misma infracción. 2) Ningún 
recluso será sancionado sin haber sido informado de la infracción que se le atribuye y sin 
que se le haya permitido previamente presentar su defensa. La autoridad competente 
procederá a un examen completo del caso. 3) En la medida en que sea necesario y 
viable, se permitirá al recluso que presente su defensa por medio de un intérprete.  
31. Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda sanción cruel, 
inhumana o degradante quedarán completamente prohibidas como sanciones 
disciplinarias.  
32. 1) Las penas de aislamiento y de reducción de alimentos sólo se aplicarán cuando el 
médico, después de haber examinado al recluso, haya certificado por escrito que éste 
puede soportarlas. 2) Esto mismo será aplicable a cualquier otra sanción que pueda 
perjudicar la salud física o mental del recluso. En todo caso, tales medidas no deberán 
nunca ser contrarias al principio formulado en la regla 31, ni apartarse del mismo. 3) El 
médico visitará todos los días a los reclusos que estén cumpliendo tales sanciones 
disciplinarias e informará al director si considera necesario poner término o modificar la 
sanción por razones de salud física o mental.  
 
Medios de coerción  
33. Los medios de coerción tales como esposas, cadenas, grillos y camisas de fuerza 
nunca deberán aplicarse como sanciones. Tampoco deberán emplearse cadenas y grillos 
como medios de coerción. Los demás medios de coerción sólo podrán ser utilizados en 
los siguientes casos: a) Como medida de precaución contra una evasión durante un 
traslado, siempre que sean retirados en cuanto comparezca el recluso ante una autoridad 
judicial o administrativa; b) Por razones médicas y a indicación del médico; c) Por orden 
del director, si han fracasado los demás medios para dominar a un recluso, con objeto de 
impedir que se dañe a sí mismo o dañe a otros o produzca daños materiales; en estos 
casos, el director deberá consultar urgentemente al médico, e informar a la autoridad 
administrativa superior.  
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34. El modelo y los métodos de empleo autorizados de los medios de coerción serán 
determinados por la administración penitenciaria central. Su aplicación no deberá 
prolongarse más allá del tiempo estrictamente necesario.  
 
Información y derecho de queja de los reclusos  
35. 1) A su ingreso cada recluso recibirá una información escrita sobre el régimen de los 
reclusos de la categoría en la cual se le haya incluido, sobre las reglas disciplinarias del 
establecimiento y los medios autorizados para informarse y formular quejas; y 
cualquiera otra información necesaria para conocer sus derechos y obligaciones, que le 
permita su adaptación a la vida del establecimiento. 2) Si el recluso es analfabeto, se le 
proporcionará dicha información verbalmente.  
36. 1) Todo recluso deberá tener en cada día laborable la oportunidad de presentar 
peticiones o quejas al director del establecimiento o al funcionario autorizado para 
representarle. 2) Las peticiones o quejas podrán ser presentadas al inspector de prisiones 
durante su inspección. El recluso podrá hablar con el inspector o con cualquier otro 
funcionario encargado de inspeccionar, sin que el director o cualquier otro recluso 
miembro del personal del establecimiento se hallen presentes. 3) Todo recluso estará 
autorizado para dirigir por la vía prescrita sin censura en cuanto al fondo, pero en debida 
forma, una petición o queja a la administración penitenciaria central, a la autoridad 
judicial o a cualquier otra autoridad competente. 4) A menos que una solicitud o queja 
sea evidentemente temeraria o desprovista de fundamento, la misma deberá ser 
examinada sin demora, dándose respuesta al recluso en su debido tiempo.  
 
Contacto con el mundo exterior  
37. Los reclusos estarán autorizados para comunicarse periódicamente, bajo la debida 
vigilancia, con su familiar y con amigos de buena reputación, tanto por correspondencia 
como mediante visitas.  
38. 1) Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de facilidades adecuadas para 
comunicarse con sus representantes diplomáticos y consulares. 2) Los reclusos que sean 
nacionales de Estados que no tengan representación diplomática ni consular en el país, 
así como los refugiados y apátridas, gozarán de las mismas facilidades para dirigirse al 
representante diplomático del Estado encargado de sus intereses o a cualquier autoridad 
nacional o internacional que tenga la misión de protegerlos.  
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39. Los reclusos deberán ser informados periódicamente de los acontecimientos más 
importantes, sea por medio de la lectura de los diarios, revistas o publicaciones 
penitenciarias especiales, sea por medio de emisiones de radio, conferencias o cualquier 
otro medio similar, autorizado o fiscalizado por la administración.  
 
Biblioteca  
40. Cada establecimiento deberá tener una biblioteca para el uso de todas las categorías 
de reclusos, suficientemente provista de libros instructivos y recreativos. Deberá instarse 
a los reclusos a que se sirvan de la biblioteca lo más posible.  
 
Religión  
41. 1) Si el establecimiento contiene un número suficiente de reclusos que pertenezcan a 
una misma religión, se nombrará o admitirá un representante autorizado de ese culto. 
Cuando el número de reclusos lo justifique, y las circunstancias lo permitan, dicho 
representante deberá prestar servicio con carácter continuo. 2) El representante 
autorizado nombrado o admitido conforme al párrafo 1 deberá ser autorizado para 
organizar periódicamente servicios religiosos y efectuar, cada vez que corresponda, 
visitas pastorales particulares a los reclusos de su religión. 3) Nunca se negará a un 
recluso el derecho de comunicarse con el representante autorizado de una religión. Y, a 
la inversa, cuando un recluso se oponga a ser visitado por el representante de una 
religión, se deberá respetar en absoluto su actitud.  
42. Dentro de lo posible, se autorizará a todo recluso a cumplir los preceptos de su 
religión, permitiéndosele participar en los servicios organizados en el establecimiento y 
tener en su poder libros piadosos y de instrucción religiosa de su confesión.  
 
Depósitos de objetos pertenecientes a los reclusos  
43. 1) Cuando el recluso ingresa en el establecimiento, el dinero, los objetos de valor, 
ropas y otros efectos que le pertenezcan y que el reglamento no le autoriza a retener, 
serán guardados en un lugar seguro. Se establecerá un inventario de todo ello, que el 
recluso firmará. Se tomarán las medidas necesarias para que dichos objetos se conserven 
en buen estado. 2) Los objetos y el dinero pertenecientes al recluso le serán devueltos en 
el momento de su liberación, con excepción del dinero que se le haya autorizado a 
gastar, de los objetos que haya remitido al exterior, con la debida autorización, y de las 
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ropas cuya destrucción se haya estimado necesaria por razones de higiene. El recluso 
firmará un recibo de los objetos y el dinero restituidos. 3) Los valores y objetos enviados 
al recluso desde el exterior del establecimiento serán sometidos a las mismas reglas. 4) 
Si el recluso es portador de medicinas o de estupefacientes en el momento de su ingreso, 
el médico decidirá el uso que deba hacerse de ellos.  
 
Notificación de defunción, enfermedades y traslados  
44. 1) En casos de fallecimiento del recluso, o de enfermedad o accidentes graves, o de 
su traslado a un establecimiento para enfermos mentales, el director informará 
inmediatamente al cónyuge, si el recluso fuere casado, o al pariente más cercano y en 
todo caso a cualquier otra persona designada previamente por el recluso. 2) Se informará 
al recluso inmediatamente del fallecimiento o de la enfermedad grave de un pariente 
cercano. En caso de enfermedad grave de dicha persona, se le deberá autorizar, cuando 
las circunstancias lo permitan, para que vaya a la cabecera del enfermo, solo o con 
custodia. 3) Todo recluso tendrá derecho a comunicar inmediatamente a su familia su 
detención o su traslado a otro establecimiento.  
 
Traslado de reclusos  
45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un establecimiento o trasladados a otro, se 
tratará de exponerlos al público lo menos posible y se tomarán disposiciones para 
protegerlos de los insultos, de la curiosidad del público y para impedir toda clase de 
publicidad. 2) Deberá prohibirse el transporte de los reclusos en malas condiciones de 
ventilación o de luz o por cualquier medio que les impongan un sufrimiento físico. 3) El 
traslado de los reclusos se hará a expensas de la administración y en condiciones de 
igualdad para todos.  
 
Personal penitenciario  
46. 1) La administración penitenciaria escogerá cuidadosamente el personal de todos los 
grados, puesto que de la integridad, humanidad, aptitud personal y capacidad profesional 
de este personal dependerá la buena dirección de los establecimientos penitenciarios. 2) 
La administración penitenciaria se esforzará constantemente por despertar y mantener, 
en el espíritu del personal y en la opinión pública, la convicción de que la función 
penitenciaria constituye un servicio social de gran importancia y, al efecto, utilizará 
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todos los medios apropiados para ilustrar al público. 3) Para lograr dichos fines será 
necesario que los miembros del personal trabajen exclusivamente como funcionarios 
penitenciarios profesionales, tener la condición de empleados públicos y por tanto la 
seguridad de que la estabilidad en su empleo dependerá únicamente de su buena 
conducta, de la eficacia de su trabajo y de su aptitud física. La remuneración del 
personal deberá ser adecuada para obtener y conservar los servicios de hombres y 
mujeres capaces. Se determinarán las ventajas de la carrera y las condiciones del 
servicio teniendo en cuenta el carácter penoso de sus funciones.  
47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficiente. 2) Deberá seguir, antes 
de entrar en el servicio, un curso de formación general y especial y pasar 
satisfactoriamente pruebas teóricas y prácticas. 3) Después de su entrada en el servicio y 
en el curso de su carrera, el personal deberá mantener y mejorar sus conocimientos y su 
capacidad profesional siguiendo cursos de perfeccionamiento que se organizarán 
periódicamente.  
48. Todos los miembros del personal deberán conducirse y cumplir sus funciones en 
toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire respeto y ejerza una influencia 
beneficiosa en los reclusos.  
49. 1) En lo posible se deberá añadir al personal un número suficiente de especialistas, 
tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, maestros e instructores 
técnicos. 2) Los servicios de los trabajadores sociales, de maestros e instructores 
técnicos deberán ser mantenidos permanentemente, sin que ello excluya los servicios de 
auxiliares a tiempo limitado o voluntarios.  
50. 1) El director del establecimiento deberá hallarse debidamente calificado para su 
función por su carácter, su capacidad administrativa, una formación adecuada y por su 
experiencia en la materia. 2) Deberá consagrar todo su tiempo a su función oficial que 
no podrá ser desempeñada como algo circunscrito a un horario determinado. 3) Deberá 
residir en el establecimiento o en la cercanía inmediata. 4) Cuando dos o más 
establecimientos estén bajo la autoridad de un director único, éste los visitará con 
frecuencia. Cada uno de dichos establecimientos estará dirigido por un funcionario 
residente responsable.  
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51. 1) El director, el subdirector y la mayoría del personal del establecimiento deberán 
hablar la lengua de la mayor parte de los reclusos o una lengua comprendida por la 
mayor parte de éstos. 2) Se recurrirá a los servicios de un intérprete cada vez que sea 
necesario.  
52. 1) En los establecimientos cuya importancia exija el servicio continuo de uno o 
varios médicos, uno de ellos por lo menos residirá en el establecimiento o en su cercanía 
inmediata. 2) En los demás establecimientos, el médico visitará diariamente a los presos 
y habitará lo bastante cerca del establecimiento a fin de que pueda acudir sin dilación 
cada vez que se presente un caso urgente.  
53. 1) En los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará bajo la dirección de 
un funcionario femenino responsable, que guardará todas las llaves de dicha sección del 
establecimiento. 2) Ningún funcionario del sexo masculino penetrará en la sección 
femenina sin ir acompañado de un miembro femenino del personal. 3) La vigilancia de 
las reclusas será ejercida exclusivamente por funcionarios femeninos. Sin embargo, esto 
no excluirá que funcionarios del sexo masculino, especialmente los médicos y personal 
de enseñanza, desempeñen sus funciones profesionales en establecimientos o secciones 
reservados para mujeres.  
54. 1) Los funcionarios de los establecimientos no deberán, en sus relaciones con los 
reclusos, recurrir a la fuerza, salvo en caso de legítima defensa, de tentativa de evasión o 
de resistencia por la fuerza o por inercia física a una orden basada en la ley o en los 
reglamentos. Los funcionarios que recurran a la fuerza se limitarán a emplearla en la 
medida estrictamente necesaria e informarán inmediatamente al director del 
establecimiento sobre el incidente. 2) Los funcionarios penitenciarios recibirán un 
entrenamiento físico especial que les permita dominar a los reclusos violentos. 3) Salvo 
en circunstancias especiales, los agentes que desempeñan un servicio en contacto directo 
con los presos no estarán armados. Por otra parte, no se confiará jamás un arma a un 
miembro del personal sin que éste haya sido antes adiestrado en su manejo.  
 
Inspección  
55. Inspectores calificados y experimentados, designados por una autoridad competente, 
inspeccionarán regularmente los establecimientos y servicios penitenciarios. Velarán en 
particular porque estos establecimientos se administren conforme a las leyes y los 
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reglamentos en vigor y con la finalidad de alcanzar los objetivos de los servicios 
penitenciarios y correccionales.  
 
Segunda parte  
 
Reglas aplicables a categorías especiales  
A.-Condenados  
 
Principios rectores  
56. Los principios que se enumeran a continuación tienen por objeto definir el espíritu 
conforme al cual deben administrarse los sistemas penitenciarios y los objetivos hacia 
los cuales deben tender, conforme a la declaración hecha en la observación preliminar 1 
del presente texto.  
57. La prisión y las demás medidas cuyo efecto es separar a un delincuente del mundo 
exterior son aflictivas por el hecho mismo de que despojan al individuo de su derecho a 
disponer de su persona al privarle de su libertad. Por lo tanto, a reserva de las mediadas 
de separación justificadas o del mantenimiento de la disciplina, el sistema penitenciario 
no debe agravar los sufrimientos inherentes a tal situación.  
58. El fin y la justificación de las penas y medidas privativas de libertad son, en 
definitiva, proteger a la sociedad contra el crimen. Sólo se alcanzará este fin si se 
aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo posible, que el 
delincuente una vez liberado no solamente quiera respetar la ley y proveer a sus 
necesidades, sino también que sea capaz de hacerlo.  
59. Para lograr este propósito, el régimen penitenciario debe emplear, tratando de 
aplicarlos conforme a las necesidades del tratamiento individual de los delincuentes, 
todos los medios curativos, educativos, morales, espirituales y de otra naturaleza, y todas 
las formas de asistencia de que puede disponer.  
60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las diferencias que puedan 
existir entre la vida en prisión y la vida libre en cuanto éstas contribuyan a debilitar el 
sentido de responsabilidad del recluso o el respeto a la dignidad de su persona. 2) Es 
conveniente que, antes del término de la ejecución de una pena o medida, se adopten los 
medios necesarios para asegurar al recluso un retorno progresivo a la vida en sociedad. 
Este propósito puede alcanzarse, según los casos, con un régimen preparatorio para la 
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liberación, organizado dentro del mismo establecimiento o en otra institución apropiada, 
o mediante una liberación condicional, bajo una vigilancia que no deberá ser confiada a 
la policía, sino que comprenderá una asistencia social eficaz.  
61. En el tratamiento no se deberá recalcar el hecho de la exclusión de los reclusos de la 
sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que continúan formando parte de ella. Con 
ese fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación de organismos de la comunidad 
que ayuden al personal del establecimiento en su tarea de rehabilitación social de los 
reclusos. Cada establecimiento penitenciario deberá contar con la colaboración de 
trabajadores sociales encargados de mantener y mejorar las relaciones del recluso con su 
familia y con los organismos sociales que puedan serle útiles. Deberán hacerse, 
asimismo, gestiones a fin de proteger, en cuanto ello sea compatible con la ley y la pena 
que se imponga, los derechos relativos a los intereses civiles, los beneficios de los 
derechos de la seguridad social y otras ventajas sociales de los reclusos.  
62. Los servicios médicos del establecimiento se esforzarán por descubrir y deberán 
tratar todas las deficiencias o enfermedades físicas o mentales que constituyen un 
obstáculo para la readaptación del recluso. Para lograr este fin deberá aplicarse cualquier 
tratamiento médico, quirúrgico y psiquiátrico que se juzgue necesario.  
63. 1) Estos principios exigen la individualización del tratamiento que, a su vez, requiere 
un sistema flexible de clasificación en grupos de los reclusos. Por lo tanto, conviene que 
los grupos sean distribuidos en establecimientos distintos donde cada grupo pueda 
recibir el tratamiento necesario. 2) Dichos establecimientos no deben adoptar las mismas 
medidas de seguridad con respecto a todos los grupos. Convendrá establecer diversos 
grados de seguridad conforme a la que sea necesaria para cada uno de los diferentes 
grupos. Los establecimientos abiertos en los cuales no existen medios de seguridad física 
contra la evasión, y en los que se confía en la autodisciplina de los reclusos, 
proporcionan por este mismo hecho a reclusos cuidadosamente elegidos las condiciones 
más favorables para su readaptación. 3) Es conveniente evitar que en los 
establecimientos cerrados el número de reclusos sea tan elevado que llegue a constituir 
un obstáculo para la individualización del tratamiento. En algunos países se estima que 
el número de reclusos en dichos establecimientos no debe pasar de 500. En los 
establecimientos abiertos, el número de detenidos deberá ser lo más reducido posible. 4) 
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Por el contrario, no convendrá mantener establecimientos que resulten demasiado 
pequeños para que se pueda organizar en ellos un régimen apropiado.  
64. El deber de la sociedad no termina con la liberación del recluso. Se deberá disponer, 
por consiguiente, de los servicios de organismos gubernamentales o privados capaces de 
prestar al recluso puesto en libertad una ayuda postpenitenciaria eficaz que tienda a 
disminuir los prejuicios hacia él y le permitan readaptarse a la comunidad.  
 
Tratamiento  
65. El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de libertad debe 
tener por objeto, en tanto que la duración de la condena lo permita, inculcarles la 
voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse con el producto de su trabajo, y crear en 
ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar en ellos el 
respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de responsabilidad.  
66. 1) Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asistencia religiosa, en 
los países en que esto sea posible, a la instrucción, a la orientación y la formación 
profesionales, a los métodos de asistencia social individual, al asesoramiento relativo al 
empleo, al desarrollo físico y a la educación del carácter moral, en conformidad con las 
necesidades individuales de cada recluso. Se deberá tener en cuenta su pasado social y 
criminal, su capacidad y aptitud física y mental, sus disposiciones personales, la 
duración de su condena y las perspectivas después de su liberación. 2) Respecto de cada 
recluso condenado a una pena o medida de cierta duración que ingrese en el 
establecimiento, se remitirá al director cuanto antes un informe completo relativo a los 
aspectos mencionados en el párrafo anterior. Acompañará a este informe el de un 
médico, a ser posible especializado en psiquiatría, sobre el estado físico y mental del 
recluso. 3) Los informes y demás documentos pertinentes formarán un expediente 
individual. Estos expedientes se tendrán al día y se clasificarán de manera que el 
responsable pueda consultarlos siempre que sea necesario.  
 
Clasificación e individualización  
67. Los fines de la clasificación deberán ser: a) Separar a los reclusos que, por su pasado 
criminal o su mala disposición, ejercerían una influencia nociva sobre los compañeros de 
detencion; b) Repartir a los reclusos en grupos, a fin de facilitar el tratamiento 
encaminado a su readaptación social.  
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68. Se dispondrá, en cuanto fuere posible, de establecimientos separados o de secciones 
separadas dentro de los establecimientos para los distintos grupos de reclusos.  
69. Tan pronto como ingrese en un establecimiento un condenado a una pena o medida 
de cierta duración, y después de un estudio de su personalidad, se establecerá un 
programa de tratamiento individual, teniendo en cuenta los datos obtenidos sobre sus 
necesidades individuales, su capacidad y sus inclinaciones.  
 
Privilegios  
70. En cada establecimiento se instituirá un sistema de privilegios adaptado a los 
diferentes grupos de reclusos y a los diferentes métodos de tratamiento, a fin de alentar 
la buena conducta, desarrollar el sentido de responsabilidad y promover el interés y la 
cooperación de los reclusos en lo que atañe su tratamiento.  
 
Trabajo  
71. 1) El trabajo penitenciario no deberá tener carácter aflictivo. 2) Todos los 
condenados serán sometidos a la obligación de trabajar habida cuenta de su aptitud física 
y mental, según la determine el médico. 3) Se proporcionará a los reclusos un trabajo 
productivo, suficiente para ocuparlos durante la duración normal de una jornada de 
trabajo. 4) En la medida de lo posible, ese trabajo deberá contribuir por su naturaleza a 
mantener o aumentar la capacidad del recluso para ganar honradamente su vida después 
de su liberación. 5) Se dará formación profesional en algún oficio útil a los reclusos que 
estén en condiciones de aprovecharla, particularmente a los jóvenes. 6) Dentro de los 
límites compatibles con una selección profesional racional y con las exigencias de la 
administración y la disciplina penitenciarias, los reclusos podrán escoger la clase de 
trabajo que deseen realizar.  
72. 1) La organización y los métodos de trabajo penitenciario deberán asemejarse lo más 
posible a los que se aplican a un trabajo similar fuera del establecimiento, a fin de 
preparar a los reclusos para las condiciones normales del trabajo libre. 2) Sin embargo, 
el interés de los reclusos y de su formación profesional no deberán quedar subordinados 
al deseo de lograr beneficios pecuniarios de una industria penitenciaria.  
73. 1) Las industrias y granjas penitenciarias deberán preferentemente ser dirigidas por 
la administración y no por contratistas privados. 2) Los reclusos que se empleen en 
algún trabajo no fiscalizado por la administración estarán siempre bajo la vigilancia del 
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personal penitenciario. A menos que el trabajo se haga para otras dependencias del 
gobierno, las personas para las cuales se efectúe pagarán a la administración el salario 
normal exigible por dicho trabajo teniendo en cuenta el rendimiento del recluso.  
74. 1) En los establecimientos penitenciarios se tomarán las mismas precauciones 
prescritas para proteger la seguridad y la salud de los trabajadores libres. 2) Se tomarán 
disposiciones para indemnizar a los reclusos por los accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, en condiciones similares a las que la ley dispone para los 
trabajadores libres.  
75. 1) La ley o un reglamento administrativo fijará el número máximo de horas de 
trabajo para los reclusos por día y por semana, teniendo en cuenta los reglamentos o los 
usos locales seguidos con respecto al empleo de los trabajadores libres. 2) Las horas así 
fijadas deberán dejar un día de descanso por semana y tiempo suficiente para la 
instrucción y otras actividades previstas para el tratamiento y la readaptación del recluso.  
76. 1) El trabajo de los reclusos deberá ser remunerado de una manera equitativa. 2) El 
reglamento permitirá a los reclusos que utilicen, por lo menos, una parte de su 
remuneración para adquirir objetos destinados a su uso personal y que envíen otra parte 
a su familia. 3) El reglamento deberá igualmente prever que la administración reserve 
una parte de la remuneración a fin de constituir un fondo que será entregado al recluso al 
ser puesto en libertad.  
 
Instrucción y recreo  
77. 1) Se tomarán disposiciones para mejorar la instrucción de todos los reclusos 
capaces de aprovecharla, incluso la instrucción religiosa en los países en que esto sea 
posible. La instrucción de los analfabetos y la de los reclusos jóvenes será obligatoria y 
la administración deberá prestarle particular atención. 2) La instrucción de los reclusos 
deberá coordinarse, en cuanto sea posible, con el sistema de instrucción pública a fin de 
que al ser puesto en libertad puedan continuar sin dificultad su preparación.  
78. Para el bienestar físico y mental de los reclusos se organizarán actividades 
recreativas y culturales en todos los establecimientos.  
 
Relaciones sociales, ayuda postpenitenciaria  
Daños ocasionados a las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión nacional 125 
79. Se velará particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento de las relaciones 
entre el recluso y su familia, cuando éstas sean convenientes para ambas partes.  
80. Se tendrá debidamente en cuenta, desde el principio del cumplimiento de la condena, 
el porvenir del recluso después de su liberación. Deberá alentarse al recluso para que 
mantenga o establezca relaciones con personas u organismos externos que puedan 
favorecer los intereses de su familia así como su propia readaptación social.  
81. 1) Los servicios y organismos, oficiales o no, que ayudan a los reclusos puestos en 
libertad a reintegrarse en la sociedad, proporcionarán a los liberados, en la medida de lo 
posible, los documentos y papeles de identidad necesarios, alojamiento, trabajo, vestidos 
convenientes y apropiados para el clima y la estación, así como los medios necesarios 
para que lleguen a su destino y puedan subsistir durante el período que siga 
inmediatamente a su liberación. 2) Los representantes acreditados de esos organismos 
tendrán todo el acceso necesario a los establecimientos y podrán visitar a los reclusos. Se 
les consultará en materia de proyectos de readaptación para cada recluso desde el 
momento en que éste haya ingresado en el establecimiento. 3) Convendrá centralizar o 
coordinar todo lo posible la actividad de dichos organismos, a fin de asegurar la mejor 
utilización de sus actividades.  
 
B.- Reclusos alienados y enfermos mentales  
82. 1) Los alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se tomarán disposiciones 
para trasladarlos lo antes posible a establecimientos para enfermos mentales. 2) Los 
reclusos que sufran otras enfermedades o anormalidades mentales deberán ser 
observados y tratados en instituciones especializadas dirigidas por médicos. 3) Durante 
su permanencia en la prisión, dichos reclusos estarán bajo la vigilancia especial de un 
médico. 4) El servicio médico o psiquiátrico de los establecimientos penitenciarios 
deberá asegurar el tratamiento psiquiátrico de todos los demás reclusos que necesiten 
dicho tratamiento.  
83. Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los organismos competentes, 
para que, en caso necesario, se continúe el tratamiento psiquiátrico después de la 
liberación y se asegure una asistencia social postpenitenciaria de carácter psiquiátrico.  
 
C.- Personas detenidas o en prisión preventiva  
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84. 1) A los efectos de las disposiciones siguientes es denominado "acusado" toda 
persona arrestada o encarcelada por imputársele una infracción a la ley penal, detenida 
en un local de policía o en prisión, pero que todavía no ha sido juzgada. 2) El acusado 
gozará de una presunción de inocencia y deberá ser tratado en consecuencia. 3) Sin 
perjuicio de las disposiciones legales relativas a la protección de la libertad individual o 
de las que fijen el procedimiento que se deberá seguir respecto a los acusados, estos 
últimos gozarán de un régimen especial cuyos puntos esenciales solamente se 
determinan en las reglas que figuran a continuación.  
85. 1) Los acusados serán mantenidos separados de los reclusos condenados. 2) Los 
acusados jóvenes serán mantenidos separados de los adultos. En principio, serán 
detenidos en establecimientos distintos.  
86. Los acusados deberán dormir en celdas individuales a reserva de los diversos usos 
locales debidos al clima.  
87. Dentro de los límites compatibles con un buen orden del establecimiento, los 
acusados podrán, si lo desean, alimentarse por su propia cuenta procurándose alimentos 
del exterior por conducto de la administración, de su familia o de sus amigos. En caso 
contrario, la administración suministrará la alimentación.  
88. 1) Se autorizará al acusado a que use sus propias prendas personales siempre que 
estén aseadas y sean decorosas. 2) Si lleva el uniforme del establecimiento, éste será 
diferente del uniforme de los condenados.  
89. Al acusado deberá siempre ofrecérsele la posibilidad de trabajar, pero no se le 
requerirá a ello. Si trabaja, se le deberá remunerar.  
90. Se autorizará a todo acusado para que se procure, a sus expensas o a las de un 
tercero, libros, periódicos, recado de escribir, así como otros medios de ocupación, 
dentro de los límites compatibles con el interés de la administración de justicia, la 
seguridad y el buen orden del establecimiento.  
91. Se permitirá que el acusado sea visitado y atendido por su propio médico o su 
dentista si su petición es razonable y está en condiciones de sufragar tal gasto.  
92. Un acusado deberá poder informar inmediatamente a su familia de su detención y se 
le concederán todas las facilidades razonables para comunicarse con ésta y sus amigos y 
para recibir la visita de estas personas, con la única reserva de las restricciones y de la 
Daños ocasionados a las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión nacional 127 
vigilancia necesarias en interés de la administración de justicia, de la seguridad y del 
buen orden del establecimiento.  
93. El acusado estará autorizado a pedir la designación de un defensor de oficio cuando 
se haya previsto dicha asistencia, y a recibir visitas de su abogado, a propósito de su 
defensa. Podrá preparar y dar a éste instrucciones confidenciales. Para ello, se le 
proporcionará, si lo desea, recado de escribir. Durante las entrevistas con su abogado, el 
acusado podrá ser vigilado visualmente, pero la conversación no deberá ser escuchada 
por ningún funcionario de la policía o del establecimiento penitenciario.  
 
D.- Sentenciados por deudas o a prisión civil  
94. En los países cuya legislación dispone la prisión por deudas u otras formas de prisión 
dispuestas por decisión judicial como consecuencia de un procedimiento no penal, los 
así sentenciados no serán sometidos a mayores restricciones ni tratados con más 
severidad que la requerida para la seguridad y el mantenimiento del orden. El trato que 
se les dé no será en ningún caso más severo que el que corresponda a los acusados a 
reserva, sin embargo, de la obligación eventual de trabajar.  
 
E.- Reclusos, detenidos o encarcelados sin haber cargos en su contra  
95. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, las personas detenidas o encarceladas sin que haya cargos en su 
contra gozarán de la misma protección prevista en la primera parte y en la sección C de 
la segunda parte. Asimismo, serán aplicables las disposiciones pertinentes de la sección 
A de la segunda parte cuando esta aplicación pueda redundar en beneficio de este grupo 
especial de personas bajo custodia, siempre que no se adopten medidas que impliquen 
que la reeducación o la rehabilitación proceden en forma alguna respecto de personas no 
condenadas por un delito penal. 
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Apéndice B: Constitución Política Colombiana (1991) 
 
Principios y derechos fundamentales, sociales, económicos y culturales (Art. 1, 5, 13, 
40, 42, 46, 47,49, 54 y 350) basados en el respeto, dignidad y garantía de los derechos 
humanos. 
 
Título I - De Los Principios Fundamentales 
 
Art. 1º. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 
unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 
 
Art. 5º. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos 
inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad. 
 
Título II- de los derechos, las garantías y los deberes 
Capítulo I - De los derechos fundamentales 
Art. 13º. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y Adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 
 
Art. 40º. Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y 
control del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede: 
1. Elegir y ser elegido. 
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2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras formas 
de participación democrática. 
3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna; 
formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas. 
4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la 
Constitución y la ley. 
5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas. 
6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley. 
7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos, por 
nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. 
La ley reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse. 
Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los 
niveles decisorios de la Administración Pública. 
 
Capítulo II - De los derechos Sociales, Económicos y Culturales 
 
Art. 42º. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos 
naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 
matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 
El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá 
determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. 
La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables. 
Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en 
el respeto recíproco entre todos sus integrantes. 
Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y 
unidad, y será sancionada conforme a la ley. 
Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados naturalmente o 
con asistencia científica, tienen iguales derechos y deberes. La ley reglamentará la 
progenitura responsable. 
La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de sus hijos, y 
deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores o impedidos. 
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Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los deberes y derechos 
de los cónyuges, su separación y la disolución del vínculo, se rigen por la ley civil. 
Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que establezca la ley. 
Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a la ley civil. 
También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los matrimonios religiosos 
dictadas por las autoridades de la respectiva religión, en los términos que establezca la 
ley. 
La ley determinará lo relativo al estado civil de las personas y los consiguientes 
derechos y deberes. 
 
Art. 46º. El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia 
de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y 
comunitaria. 
El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el subsidio 
alimentario en caso de indigencia 
 
Art. 47º. El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración 
social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la 
atención especializada que requieran. 
 
Art. 49º. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a 
cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud. 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de 
salud a los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la 
prestación de servicios de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. 
Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las entidades territoriales y los 
particulares, y determinar los aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados 
en la ley. 
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Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención 
y con participación de la comunidad. 
La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes 
será gratuita y obligatoria. 
Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su 
comunidad. 
 
Art. 54º. Es obligación del Estado y de los empleadores ofrecer formación y habilitación 
profesional y técnica a quienes lo requieran. El Estado debe propiciar la ubicación 
laboral de las personas en edad de trabajar y garantizar a los minusválidos el derecho a 
un trabajo acorde con sus condiciones de salud. 
 
Art. 350º. La ley de apropiaciones deberá tener un componente denominado gasto 
público social que agrupará las partidas de tal naturaleza, según definición hecha por la 
ley orgánica respectiva. Excepto en los casos de guerra exterior o por razones de 
seguridad nacional, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra 
asignación.  
En la distribución territorial del gasto público social se tendrá en cuenta el número de 
personas con necesidades básicas insatisfechas, la población, y la eficiencia fiscal y 
administrativa, según reglamentación que hará la ley. 
El presupuesto de inversión no se podrá disminuir porcentualmente con relación al año 
anterior respecto del gasto total de la correspondiente ley de apropiaciones. 
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Apéndice C: Siglas 
 
ACNUDH: Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos  
CAMIS: Colonia Agrícola Mínima Seguridad.  
CAS: Carcelario de Alta Seguridad. 
CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos  
CLEI: Ciclos Lectivos Integrados.  
COCUT: Complejo Carcelario y Penitenciario de Cúcuta.  
COIBA: Complejo Carcelario y Penitenciario de Ibagué.  
COJAM: Complejo Carcelario y Penitenciario de Jamundí.  
COMEB: Complejo Carcelario y Penitenciario Metropolitano de Bogotá. 
COPED: Complejo Carcelario y Penitenciario de Pedregal. 
C.P.: Constitución Política 
EC: Establecimiento Carcelario. 
EP: Establecimiento Penitenciario. 
EPC: Establecimiento Penitenciario y Carcelario. 
ERE: Establecimiento de Reclusión Especial. 
EPAMS: Establecimiento Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad. 
EPMSC: Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario.  
ERON: Establecimiento de Reclusión del Orden Nacional. 
GPS: Sistema de Posicionamiento Global. Seguimiento activo en el sistema de 
vigilancia electrónica ordenado por el juez. 
INPEC: Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario  
IVIC: Instrumento de Valoración Integral de Condenados(as). Herramienta para la 
clasificación de los(as) internos(as) condenados(as), en fase de tratamiento.  
JP: Justicia y Paz.  
NUI: Número Único de Identificación. Consecutivo asignado a cada interno(a) a nivel 
nacional por el sistema de información SISIPEC Este número será siempre el mismo sin 
importar que el interno(a) haya salido en libertad o sea trasladado a cualquier 
establecimiento de reclusión del INPEC.  
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OEA: Organización de Estados Americanos  
ONU: Organización de las Naciones Unidas 
PARD: Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos  
PMS: Pabellón de Salud Mental. 
PAS: Pabellón de Alta Seguridad. 
RF: Radio Frecuencia. Seguimiento pasivo en el sistema de vigilancia electrónica 
ordenado por el juez.  
RM: Reclusión de Mujeres.  
RF: Radio Frecuencia. Seguimiento pasivo en el sistema de vigilancia electrónica 
ordenado por el juez. 
SISIPEC: Sistematización Integral del Sistema Penitenciario y Carcelario, utilizado por 
el INPEC para el manejo de la información de la población penitenciaria y carcelaria. 
SPC: Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios  
TEE: Trabajo, Enseñanza y Estudio.  
TD: número consecutivo de registro asignado en el Área de Dactiloscopia a cada 
interno(a) que ingresa al establecimiento de reclusión; este, a su vez, es el número que 
identifica al interno(a) del establecimiento.  
UNODC: Oficina Regional de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito para 
Centroamérica y el Caribe 
USPEC: Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios 
UTE: Unidad de Tratamiento Especial. 
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Apéndice D: Glosario de Términos 
 
Los siguientes términos son extraídos textualmente del documento realizado por el 
Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC, 2013, p. 7-8) denominado 
“Establecimientos de reclusión Bogotá D.C” 
Alta: proceso de ingreso de un interno(a) al Sistema Penitenciario y Carcelario con los 
debidos registros en los sistemas de información del Instituto y del respectivo 
Establecimiento de Reclusión que lo recibe. 
Baja: salida del(a) privado(a) de la libertad del Sistema Penitenciario y Carcelario con 
los debidos registros en el sistema de información del Instituto. 
Capacidad: genéricamente es la extensión, espacio o posibilidad que tiene un ERON 
para albergar determinado número de personas privadas de la libertad. La capacidad de 
un ERON se ha equiparado a la disponibilidad de camas-camarotes para que los 
privados de la libertad pernocten en celdas. Se encuentra inmerso en la definición el 
aspecto de infraestructura de los ERON. 
Cárcel: establecimientos de detención preventiva, previstos exclusivamente para 
retención y vigilancia de sindicados(as). 
Conducta punible: por mandato legal contenido en el Código Penal, para que una 
conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable, en tratándose de 
imputables. Para que la conducta del inimputable sea punible se requiere que sea típica, 
antijurídica y se constate la inexistencia de causales de ausencia de responsabilidad. La 
conducta punible tiene las modalidades: dolosa, culposa y preterintencional. 
Cupo: (espacio físico) camastro, camarote o cama destinada al descanso nocturno de un 
interno(a), asignado en forma permanente, con condiciones de habitabilidad y teniendo 
en cuenta espacios para recreación, trabajo y estudio, como componentes de la atención 
integral básica, fundamento de la misión institucional. 
Detención: es la privación de la libertad personal por orden judicial. 
Detención domiciliaria: medida sustitutiva de la detención precautelativa, consistente 
en ejecutarla en el domicilio, residencia o morada del sindicado, quien debe cumplir con 
obligaciones determinadas, y previa caución y suscripción de diligencia de compromiso. 
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Establecimiento de reclusión: denominación genérica para alojar a infractores de la ley 
penal. 
Hacinamiento: cantidad de personas privadas de la libertad en un espacio o centro de 
reclusión determinado en número superior a la capacidad del mismo. 
Interno(a), preso(a), recluso(a), reo(a): persona privada de la libertad, por imposición 
de una medida de aseguramiento o una pena privativa de la libertad. 
Pabellón: área interna del centro de reclusión destinada para alojamiento de 
internos(as). 
Población penitenciaria y carcelaria: número de internos(as) sindicados(as) y 
condenados(as) detenidos(as) en los centros de reclusión, ERON. 
Población intramural: es la conformada por las personas internas en los 
establecimientos de reclusión condenadas o sindicadas. 
Política criminal: conjunto de lineamientos estratégicos definidas por el Estado para 
enfrentar la criminalidad, especialmente, con un fin de prevención, represión y control. 
Prisión domiciliaria: mecanismo sustitutivo de la ejecución de la pena en centro de 
reclusión. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 
residencia o morada del sentenciado(a), o en su defecto en el que el Juez determine. 
Rango de edad: variable que agrupa a una población dentro de un margen específico de 
edad de acuerdo a intervalos previamente establecidos. 
Reclusión: internamiento de personas privadas de la libertad. 
Régimen penitenciario: conjunto de medidas, normas, condiciones y modos en que se 
cumple la sanción penal. 
Reincidencia: hace referencia a aquellos individuos que, habiendo sido condenados, han 
vuelto a ser privados de la libertad o se les ha impuesto una pena en establecimientos 
penitenciarios. Se predica en el campo penitenciario de quien ha delinquido con 
anterioridad, incluso en repetidas ocasiones. 
Resocialización: técnica de tratamiento clínico que pretende cambiar la conducta del 
interno. Volver a socializarse, lo que significa aprender las expectativas sociales e 
interiorizar normas de conducta. Resocializarse es volver a valer como ser social 
conforme quiere la sociedad, esto implica reconocimiento. La técnica que se maneja es 
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el cambio de actitud y de valores. Se confunde con el cambio de delincuente en un buen 
interno(a). 
Sindicado(a): situación jurídica de una persona acusada de una conducta punible hasta 
que se demuestre lo contrario. 
Sistema penitenciario: organización mediada por normas para la administración de la 
pena, integrada por partes a un todo y dotada de un cuerpo de doctrina. 
Situación jurídica: condición que ostenta un individuo dentro del proceso penal, 
previamente categorizada y/o determinada por parte de la legislación penal, de acuerdo a 
la etapa procesal en la que se encuentre. 
Sobrepoblación: porción de la población de internos(as) que excede la capacidad 
instalada de cupos penitenciarios en un establecimiento de reclusión. 
Sistema de vigilancia electrónica RF: (Radio Frecuencia - Seguimiento pasivo), 
ordenado por el juez o como medida de control adoptada por el INPEC, según el caso se 
instala un dispositivo consistente en un brazalete o una tobillera en el cuerpo del 
condenado(a), sindicado(a), imputado(a) o acusado(a) y desde el cual trasmite a una 
unidad receptora que a la vez se encuentra conectada a una línea telefónica 
convencional. 
Sistema de vigilancia electrónica GPS: (Sistema de posicionamiento global - 
seguimiento activo). Instalación de un dispositivo consistente en un brazalete o tobillera 
en el cuerpo del sindicado(a), imputado(a) o acusado(a), según fuere el caso, 
incorporado a una unidad GPS, que transmite la ubicación del beneficiario(a), indicando 
si ha llegado a Regionales de exclusión. Cuando el beneficiario(a) del dispositivo llegue 
al lugar establecido para el cumplimiento de la medida de aseguramiento, la información 
que así lo indique será transmitida al centro de monitoreo, sin que durante el transcurso 
del día se haya perdido la transmisión inherente al sistema de vigilancia electrónica. 
Dicha comunicación se llevará a cabo vía telefónica o móvil. 
 
 
 
 
 
